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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
ABRIL 2016



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de MARZO DEL 2016. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.
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	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	REGLAMENTO PARA NOMBRAMIENTOS EN PROPIEDAD DE LA CCSS

Expediente:16-002144-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Visto lo dispuesto en la sentencia 2016-003451 de las 9:05 hrs. del 9 de marzo de 2016 se resuelve: Se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra el párrafo 4 del artículo 13 del Reglamento de Concursos para el nombramiento en propiedad de los empleados de la Caja Costarricense del Seguro Social, aprobado por la Junta Directiva de la CCSS en el artículo segundo de la sesión número 8449 celebrada el 27 de mayo del 2010. La norma dispone que se otorgarán dos puntos por cada año de experiencia laboral obtenida al servicio de la institución, independientemente de los puestos desempeñados y los centros de trabajo, hasta un máximo de 20 puntos. Se considera que la disposición carece de fundamentación técnica o jurídica que permita conocer las razones que tomó en cuenta la institución para equiparar idoneidad con antigüedad, que son conceptos jurídicos y funcionales diferentes. La idoneidad comprobada como requisito de ingreso a la función pública no es sinónimo de antigüedad por servicio acumulado en el puesto, sino que requiere una serie de aptitudes para desempeñar el cargo y asegurar la efectividad en la función pública. Estima que la disposición impugnada es contraria a las normas que regulan la discrecionalidad técnica de la Administración y a los artículos 191 y 192 de la Constitución Política. Asimismo, es desproporcionada e irracional y violenta el derecho al trabajo establecido en el artículo 56 de la Constitución Política, así como el principio de libre concurrencia a un puesto público. Sentencia de las 11:43 horas del 28 de marzo del 2016.


	PRINCIPIO DE DOBLE CONFORMIDAD EN MATERIA PENAL

Expediente:16-003607-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad interpuesta por Marta Iris Muñoz Cascante y otros, en su condición de Defensores Públicos contra el artículo 466 bis del Código Procesal Penal.  Sostienen que en el caso presente el imputado ha sido absuelto en dos juicios consecutivos, y se encuentra a la espera de la realización de un tercer debate, dado que el Tribunal de Apelación de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José dejó sin efecto la segunda sentencia absolutoria que se dictó al endilgado, ante la estimación del segundo recurso de apelación que promovió el Ministerio Público. De declararse la inconstitucionalidad de la norma impugnada, esto supondría la firmeza de la segunda sentencia absolutoria, mediante la aplicación del instituto del doble conforme, que evita un ciclo indefinido de juicios de reenvío y de anulación de sentencias absolutorias. De admitirse esta acción de inconstitucionalidad, se consideraría firme la segunda sentencia absolutoria que ha recibido el encartado y, por ende, se respetarían los principios de justicia pronta y cumplida, cosa juzgada y seguridad jurídica. Los efectos inconstitucionales de la norma impugnada se desprenden a partir de la sobrevivencia, en la redacción actual de esa disposición, de la palabra “casación”. Afirma que la aparición, en la escena jurídica, del instituto del doble conforme, se dio bajo el antiguo y derogado sistema de impugnación de la sentencia penal. Por medio de la Ley No. 8837 se consideró derogado el instituto del doble conforme, con lo que se abrió la posibilidad de juicios de reenvío en forma indefinida. En el año 2012, la Defensa Pública interpuso una acción de inconstitucionalidad (expediente No. 12-007781-0007-CO) contra el artículo 10 de la Ley No. 8837. Al resolver esta acción de inconstitucionalidad, se consideró vigente el instituto del doble conforme, pero en la adición de la resolución de fondo, se dijo que únicamente surte efectos con respecto al recurso de casación. La aplicación, en los términos actuales, del instituto del doble conforme con respecto al recurso de casación, lo hace incompatible con el sistema vigente de impugnación de la sentencia penal. En su criterio, es inconstitucional  la sobrevivencia, en el artículo 466 bis del Código Procesal Penal, del término “casación”, que impide aplicar, en toda su plenitud, el instituto del doble conforme, teniendo en cuenta la existencia del actual recurso de apelación de la sentencia. Insisten en que el objeto de esta acción de inconstitucionalidad, precisamente, lo constituye el artículo 466 bis del Código Procesal Penal. La situación cuestionada produce, en la praxis judicial, que el imputado se vea sometido a un número indeterminado de juicios de reenvío, a contrapelo del principio de seguridad jurídica, y del Derecho de la Constitución, en particular, del principio de no regresión en materia de derechos fundamentales. Lo anterior por cuanto, en la actualidad el instituto del doble conforme solo opera en relación con la segunda sentencia absolutoria obtenida, en un segundo juicio, pero validada por el Tribunal de Apelación de Sentencia. El instituto del doble conforme impone un límite a la potestad de persecución penal y sancionatoria. El instituto del doble conforme se sustenta en los artículos 1, 33, 40, 41 y 42 de la Constitución Política. Es incompatible la redacción actual del artículo 466 bis del Código Procesal Penal con el vigente régimen de impugnación de la sentencia penal, en la medida en que desconoce la etapa de la apelación. Piden que se declare con lugar la acción y la inconstitucionalidad de la norma impugnada, en los términos en que ha sido expuesto en esta ocasión. Sentencia de las 15:26 horas del 28 de marzo del 2016.


 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet:www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Fallos recientes



	AMBIENTE
	SE ACUSA FALTA DE VIABILIDAD AMBIENTAL DE PROYECTO SUDAGUA

Expediente:15-014537-0007-CO 
Sentencia:003167-16

Recurso de amparo contra la SOCIEDAD DE USUARIOS DE AGUAS DE LOS ÁNGELES DE GUACIMAL, el MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA y la SECRETARÍA TÉCNICA NACIONAL AMBIENTAL. Los recurrentes se muestran inconformes con la actuación de las autoridades recurridas por cuanto autorizaron y fomentaron el desarrollo de una actividad que no cuenta con viabilidad ambiental –Proyecto SUDAGUA-. Consideran que el establecer que una vez iniciado el proyecto se le evalúe y se ajuste a los requerimientos de la Ley Orgánica del Ambiente, implica un riesgo de daño ambiental que el Estado está en la obligación de evitar, en contraposición de su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y, en definitiva, se pretende agilizar los trámites normales que deben seguir este tipo de proyectos. Sobre el caso concreto, se cita el voto 2065-2016 y no existen razones para variar el criterio externado en esa sentencia.   Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena a José Miguel Zeledón Calderón, en su condición de Director de Agua del Ministerio de Ambiente, Carlos Leonardo Chacón Rodríguez, en su calidad de Secretario General a.i. de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), a Eduardo Mora Castro, en su condición de Jefe de la Unidad de Asesoría Legal de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, o a quienes en sus lugares ejerzan esos cargos, el cumplimiento de lo ordenado en la sentencia número 2065-2016 de las 9:05 horas del 12 de febrero del 2016 en donde se ordenó:“Se declara con lugar el recurso. Se anula la inclusión del Proyecto de Riego Sudagua al Plan General de la Emergencia por Sequía en el Pacífico Central y Norte del país, según el Decreto Ejecutivo No. 38642-MP-MAG, publicado en la Gaceta No. 195- viernes 10 de octubre del 2014, que declara Estado de Emergencia la situación generada por la sequía que afecta cantones de la provincia de Guanacaste, cantones de Aguirre, Garabito, Montes de Oro, Esparza y cantón central de Puntarenas y cantones de Orotina, San Mateo y Atenas. Asimismo, se anula la resolución No. 1710-2015-SETENA  de las 10:10 horas del 30 de julio de 2015. Lo anterior no obsta para que las partes involucradas, si lo estiman necesario, reconduzcan los procedimientos para incluir el proyecto nuevamente, previo cumplimento de los estudios técnicos ambientales que correspondan. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta sentencia a Marco Arroyo Flores, en su condición de Secretario General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), a Eduardo Mora Castro, en su condición de Jefe de la Unidad de Asesoría Legal de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias y a José Miguel Zeledón Calderón, en su condición de Director de Aguas del Ministerio de Ambiente, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos, en forma personal”. Se advierte a los recurridos que, de conformidad con el artículo 71 de la Ley de esta jurisdicción, se le impondrá prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada  en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el  delito no esté más gravemente penado. El Magistrado Jinesta Lobo, la Magistrada Hernández López y el Magistrado Hernández Gutiérrez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese esta sentencia José Miguel Zeledón Calderón, en su condición de Director de Agua del Ministerio de Ambiente, Carlos Leonardo Chacón Rodríguez, en su calidad de Secretario General a.i. de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), a Eduardo Mora Castro, en su condición de Jefe de la Unidad de Asesoría Legal de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, o a quienes en sus lugares ejerzan los cargos. EN FORMA PERSONAL.-  

	COLEGIOS PROFESIONALES
	PLAZO DE VIGENCIA DE LA MEDIDA CAUTELAR ANTE CAUSAM EN EL COLEGIO DE ABOGADOS

Expediente:16-001676-0007-CO
Sentencia:003929-16

Recurso de amparo contra el COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS DE COSTA RICA. El accionante alega que el Colegio Profesional de Abogados lo suspendió de su ejercicio profesional como abogado, ello pese a que no se le ha notificado procedimiento disciplinario alguno en su contra. Refiere que el Colegio Profesional de Abogados dictó una medida cautelar suspendiéndolo del ejercicio profesional en virtud de una sentencia penal de primera instancia donde se le condenó. Sobre la aducida falta de notificación de un procedimiento disciplinario. En este caso, de la lectura de dicha resolución, se colige que esta atiende al dictado de una medida cautelar ante causam, no al auto de inicio de un procedimiento sancionador. Sobre las medidas cautelares ante causam, esta Sala ha dispuesto que, de la relación de lo establecido en los artículos 229 párrafo 2° de la Ley General de la Administración Pública, 26 del Código Procesal Contencioso Administrativo y 243 del Código Procesal Civil, el plazo que tiene la Administración para incoar el procedimiento administrativo a partir del decreto de la medida cautelar ante causam es de 15 días. (se cita el voto 016237-14).  Sin embargo, se verifica que aún no se le ha notificado resolución alguna de inicio de procedimiento sancionatorio en su contra. Así las cosas, lo inconstitucional en el sub examine no es la medida cautelar per se, sino el hecho que no se haya abierto el correspondiente procedimiento administrativo dentro de los 15 días posteriores al dictado de la medida. Cabe referir que se constató lo alegado por la autoridad recurrida en el sentido de que ya el amparado se apersonó al expediente autorizando a su padre para consultar el mismo, planteó un recurso de revocatoria contra la medida cautelar dictada en su contra y señaló medio para atender notificaciones; sin embargo, ello no enmienda la falta de notificación de un auto de inicio del procedimiento. En mérito de las consideraciones esgrimidas, en lo que a este extremo respecta, lo procedente es declarar con lugar el recurso y anular la resolución de la Fiscalía del Colegio de Abogados de las 10:05 horas del 22 de julio de 2015 que impuso la medida cautelar ante causam contra el tutelado sin perjuicio de que el Colegio de Abogados inicie el procedimiento correspondiente y dicte ahí las medidas cautelares que estime convenientes. Se declara con lugar el recurso únicamente en lo que respecta al plazo de vigencia de la medida cautelar ante causam. Se anula la resolución de la Fiscalía del Colegio de Abogados de las 10:05 horas del 22 de julio de 2015, que es la que impuso la medida cautelar ante causam contra el tutelado sin perjuicio de que el Colegio de Abogados inicie el procedimiento correspondiente y dicte ahí las medidas cautelares que estime convenientes. Se condena al Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo que respecta a la aducida mora en la resolución del recurso de revocatoria planteado contra la medida cautelar de suspensión, estese a lo resuelto en la sentencia Nº 2015-18892 de las 14:30 horas del 1° de diciembre de 2015. En lo que respecta a la alegada violación del principio de inocencia, se declara sin lugar el recurso. En relación con el órgano del Colegio Profesional de Abogados y Abogadas facultado para sancionar al recurrente, estese a lo resuelto en la sentencia Nº 2015-14313 de las 09:44 horas del 11 de setiembre de 2015. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto parcialmente y declara sin lugar el recurso en lo que respecta a la medida cautelar ante causam.

	EDUCACION
	NIEGAN MATRÍCULA EN COLEGIO TÉCNICO POR RAZONES DE EDAD

Expediente:16-002554-0007-CO
Sentencia:003970-16

Recurso de amparo contra el Director Regional de Educación de Pérez Zeledón y la Directora del Colegio Técnico Profesional de Platanares de Pérez Zeledón. El recurrente alega que a los amparados se les negó el ingreso al Colegio Técnico Profesional de Platanares de Pérez Zeledón desde el primer día de lecciones de este año, por motivo de la edad, a pesar de que ahí estudiaban, por lo que están matriculados. En este caso, la Sala verifica que a los tutelados se le negó la matrícula por razones objetivas, sea, no pertenecer al grupo etario en el nivel que les corresponde continuar sus estudios. Nótese que, tampoco, se les ha interrumpido la continuidad en el proceso educativo al garantizarse otras opciones educativas, como el Sistema de Educación Abierta y el Liceo Nocturno de Palmares, ubicado en Daniel Flores de Pérez Zeledón, que acoge población del distrito de Platanares y cuenta con transporte estudiantil. Aparte de que, en reiteradas oportunidades, este Tribunal ha establecido que el derecho a la educación lo que garantiza es la posibilidad de acceso de toda persona a la educación que estime conveniente, sin que por esto se reconozca, en forma automática, el derecho de todas las personas a ingresar al centro de enseñanza de su predilección (véase, en tal sentido, la sentencia No. 2008-004442 de las 16:56 hrs. de 25 de marzo de 2008). De ahí que, no existe un derecho fundamental de ingreso a un determinado centro educativo sino que, para efectos de tutela constitucional, lo que importa es que el educando tenga la posibilidad efectiva de ingresar a una institución para realizar sus estudios. Situación que, conforme ha quedado demostrada en autos, acontece en el caso de los amparados. Se declara sin lugar el recurso.

	INFORMACION
	SECRETO BANCARIO RESPECTO DE INFORMACIÓN DE TERCEROS

Expediente:16-001572-0007-CO 
Sentencia:003185-16

Recurso de amparo JORGE ARTURO ARGUEDAS MORA, cédula de identidad No. 0104110109, contra el BANCO NACIONAL DE COSTA RICA. El recurrente presenta recurso de amparo y manifiesta que solicitó a la Gerencia General del Banco Nacional copia de una serie de documentos relacionados con el crédito otorgado al Consorcio Hidrotárcoles, para el desarrollo del Proyecto Hidroeléctrico "El Capulín", en San Pablo de Turrubares. Detalla que en dicha nota se solicitaban 8 ítems, relativos al quehacer financiero, operativo y de supervisión del proyecto. Señala que, por oficio No. GG-020-16 de 12 de enero de 2016, el Gerente General le respondió que, según informe de la asesoría legal de la institución, no podía suministrar la información solicitada. Manifiesta que, en el Criterio Legal No. DJ/052-2016 de 11 de enero de 2016, se indica que existen disposiciones jurisprudenciales de la Sala Constitucional, al interpretar el artículo 24 constitucional, que impedían brindar esa información y se citan normas legales atinentes al secreto bancario y la confidencialidad del cliente. Sobre el tema, se citan las sentencias 008141-97, 000578-92, de donde se concluye que el secreto bancario es la obligación impuesta a los bancos, sean públicos o privados, de no revelar a terceros los datos referentes a sus clientes que lleguen a su conocimiento como consecuencia de las relaciones jurídicas que los vinculan. En consecuencia, es un deber de resguardar la información, respecto de hechos vinculados a las personas con quienes las instituciones bancarias mantienen relaciones comerciales, así como una obligación profesional de no revelar informaciones y datos que lleguen a su conocimiento en virtud de la actividad a que están dedicados. En el caso concreto, este Tribunal coincide con la autoridad recurrida, y como lo que solicitó el recurrente, se trata de información respecto de un cliente y prestatario del Banco, que encuadra dentro de la tutela del artículo 24 de la Constitución Política, no se considera una violación a sus derechos fundamentales la negativa acusada. Además, se extrae de los autos, que el propio recurrente reconoce que la licitación fue desarrollada por el Instituto Costarricense de Electricidad, un ente público estatal, y por ello, es ante ese ente que debería dirigir su requerimiento de información, respecto del estado y grado de avance del proyecto hidroeléctrico adjudicado y que es objeto de este recurso. En consecuencia, se concluye que no existe violación a los derechos de petición o acceso a la información que aduce el recurrente y por ello lo procedente es desestimar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. 

	INFORMACION
	PRÉSTAMO DE EXPEDIENTES EN MATERIA DE FAMILIA Y PENAL 

Expediente:16-003244-0007-CO
Sentencia:003684-16

Recurso de amparo contra JUZGADO DE FAMILIA DE HEREDIA. Señala el recurrente que en su condición de abogado autorizó a una asistente suya para revisar y sacar copias de un expediente en el Juzgado de Familia de Heredia, lo cual le fue denegado por no ser director del proceso. Esta Sala ha conocido y resuelto por el fondo recursos de amparo que pretenden revertir actuaciones como la que se discute aquí. Se cita la sentencia 007090-08 y en este nuevo caso, el interesado reconoce que es abogado, pero no el director del proceso respecto del cual solicitó fotocopias por medio de su asistente. Cabe repetir que, respecto de que la restricción discutida es -en criterio de la Sala- el resultado de un apropiado ejercicio de balance entre diferentes fines e intereses, sin que exista en este caso alguna justificación para revisar tal criterio. Se rechaza por el fondo el recurso.

	INFORMACION
	LIMITAN A PERSONA NO VIDENTE FOTOCOPIAR DOCUMENTOS EN EL REGISTRO NACIONAL

Expediente:16-002143-0007-CO
Sentencia:003941-16

Recurso de amparo presentado contra el Registro Nacional. Aduce el recurrente que en su condición de usuario de los servicios que brinda el Registro Nacional, se le impide el acceso a documentos que constan en la Sección de Tomos del Registro, los cuales requiere para fotocopia y certificar, conminándole a utilizar una cámara digital para fotografiar los documentos en lugar de fotocopiarlos, lo cual le resulta imposible por ser persona no vidente. Sobre el derecho de acceso a la información pública. Esta Sala ha analizado reiteradamente el tema en cuestión, insistiendo en la importancia que consagra el derecho estipulado en el artículo 30 de la Constitución Política. Al respecto, se cita la sentencia número 2014-4037. En el caso concreto, la omisión de aplicación de la circular número DARN-0769-2015, tiene el efecto de violentar el acceso a la información pública del amparado, quien, por sus propias condiciones, se encuentra impedido de utilizar el recurso tecnológico ofrecido por las autoridades registrales –sobre el respeto de los derechos de personas con capacidades especiales y la obligación de brindar igualdad de oportunidades, ver, entre otras, sentencia de esta Sala número 2015-8105-. Dicho de otro modo, la circular emitida por la Dirección Administrativa tiende a asegurar el derecho de acceso a la información pública, como también se garantiza permitiendo el uso de teléfonos celulares o cámaras digitales para fotografiar la documentación requerida; mas en el caso particular del recurrente –persona no vidente-, dicho recurso tecnológico carece de utilidad, pues como él mismo lo indica, necesita del acceso físico que le provee el fotocopiado ordinario, fotocopiado que aún estando previsto por la administración, no fue respetado cuando el recurrente solicitó la documentación. Es así que, al acreditarse que en el caso bajo estudio se impidió al recurrente el pleno acceso a la información administrativa en condiciones de igualdad –dada la condición de persona no vidente del recurrente-. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a William Astúa Meléndez, en su condición de Director Administrativo del Registro Nacional, o a quien ocupe el cargo, que interponga las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que de inmediato se brinde al recurrente la posibilidad de fotocopiar la documentación pública que conste en el Registro Nacional que llegare a requerir, con pleno respeto de las recomendaciones de manipulación, conservación y reproducción planteadas por la Dirección General del Archivo Nacional mediante oficio DSAE-98-2007, y con plena garantía de la adecuada ordenación y administración del recurso humano que se disponga para tal fin. 

	LIBERTAD DE PRENSA
	EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE PRENSA

Expediente:16-003710-0007-CO
Sentencia:004221-16

Recurso de amparo contra GRUPO NACIÓN, SOCIEDAD ANÓNIMA.  En el caso concreto el accionante reclama que ha recibido constantes llamadas telefónicas, correos electrónicos, por parte del periódico La Nación, sobre información ya suministrada y que aún así no cesan de perseguirlo respecto del mismo tema, agrega que inclusive lo han amenazado y amedrentado con diversas publicaciones periodísticas y así como poner su nombre en ellas. Considera que con ese actuar han lesionado su derecho a la intimidad y abusado del derecho de petición. El recurso es claramente improcedente. Si bien es cierto la recurrida es un sujeto de derecho privado que tiene poder mediático, en la situación descrita, está actuando en ejercicio legítimo de la libertad de prensa y del derecho a la información, tutelados a nivel constitucional. La democracia, como señala Bobbio es el ejercicio del poder en público, por esa razón los funcionarios públicos estamos sujetos al control de nuestros actos en varios niveles, uno de ellos, el de los habitantes a través de la información sobre la gestión pública, de allí que nuestra Constitución Política ha incorporado el deber de transparencia y de rendición de cuentas, así como el derecho de los habitantes a acceder información pública como parte de la debida fiscalización ciudadana sobre el ejercicio del poder. En ese sentido, ningún verdadero demócrata puede sentirse amenazado por el derecho de la prensa a preguntar por información que por su naturaleza es pública. El recurrente no reclama el acceso a esa información, la que reconoce de carácter público, sino la reiteración de preguntas sobre el mismo tema, los correos y llamadas de seguimiento. No obstante, esa labor es parte del ejercicio de la libertad de prensa y aún que a veces resulte incómoda, no existe en su ejercicio ninguna violación a un derecho constitucional, sino por el contrario, se trata del ejercicio legítimo de un derecho del más alto rango. Revisados los correos electrónicos aportados, este Tribunal comprueba que se trata de una actividad en procura de información pública sin que se denote ninguna irregularidad. Otro punto se relaciona con el supuesto abuso del ejercicio del derecho de petición.- Pero en el caso concreto no encuentra la Sala que las actuaciones que se describen constituyan un abuso del derecho de petición y de solicitud de información respecto de información pública, que deba revisarse.- Al contrario, una comprensión amplia de la importancia del papel de la prensa en la vigilancia de las cuestiones del ámbito público, debe llevarnos a reconocer la necesidad de establecer un margen de tolerancia mayor en este punto, en busca precisamente de darle la primacía necesaria al trabajo de escrutinio profesional en que consiste el periodismo. Por lo dicho, no cabría aquí tampoco entender que la recurrida ha lesionado derechos fundamentales de las personas involucradas en las investigaciones que se adelantan.- En el caso de la información ya suministrada, basta con que se reitere la respuesta dada. Se rechaza por el fondo el recurso.

	MIGRACION
	DEPORTACIÓN DE CUBANOS, A QUIENES NO SE LES OTORGÓ VISA HUMANITARIA

Expediente:16-002060-0007-CO
Sentencia:003352-16

Recurso de hábeas corpus contra LA DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA (DGME). El recurrente interpone recurso a favor de cuatro personas, todos de nacionalidad cubana. Manifiesta que los tutelados se encuentran detenidos en el Centro de Detención de Extranjeros de Migración en Hatillo. Alega que la detención de los tutelados y la orden de deportación en su contra son ilegales ya que Costa Rica dispuso una visa humanitaria excepcional para más de 8000 cubanos; sin embargo, a los tutelados no se les otorgó ese beneficio en perjuicio del principio de igualdad. Acusa que la DGME ordenó su deportación sin indicar a cuál país serían trasladados, lo que representa un riesgo latente de que sean deportados a Cuba, donde su seguridad personal correría peligro. Asimismo, se muestra disconforme porque los tutelados no fueron incluidos dentro del grupo de cubanos a los que el gobierno costarricense está ayudando para llegar a Norteamérica. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre las potestades de la DGME en materia migratoria, se citan los votos 019958-10 y 009586-15. b) En el caso concreto, esta Sala tiene por acreditado que, en efecto, los cuatro tutelados son de nacionalidad cubana. Sin embargo, no todos ingresaron a suelo costarricense en las mismas condiciones. c) Sobre el peligro de deportación a Cuba, la autoridad recurrida informa bajo juramento que aún no se ha emitido orden de deportación contra los tutelados. Tampoco consta en las pruebas aportadas resolución alguna en este sentido. d) Sobre la no inclusión de los tutelados en el programa de salidas de Costa Rica. El recurrente se muestra disconforme porque los tutelados no fueron incluidos dentro del grupo de cubanos a los que el gobierno costarricense está ayudando para llegar a Norteamérica. Sin embargo, no es de resorte de esta Sala determinar quiénes deben ser incluidos en el referido programa, motivo por lo que este punto también es improcedente. Se declara sin lugar el recurso.

	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE TALAMANCA GESTIONAR LAS ACCIONES CORRESPONDIENTES PARA RESOLVER PROBLEMA DE ACUMULACIÓN DE AGUAS EN LA ZONA

Expediente:16-002590-0007-CO
Sentencia:003973-16

Recurso de amparo contra la MUNICIPALIDAD DE TALAMANCA. El recurrente acusa que es vecino de Hone Creek de Cahuita y en ese sector en los últimos años se ha venido formando una acumulación de aguas, que pone en riesgo la salud de las personas que habitan en ese lugar, pues es un criadero de zancudos y mosquitos. Detalla que, desde el 17 de abril de 2012, en conjunto con varios vecinos, presentaron una nota a la municipalidad recurrida donde gestionaron una solución al problema, no obstante, aún la situación continúa sin resolver. Esta Sala concuerda con el reclamo del recurrente, porque conforme lo establece el artículo 169 de la Constitución Política y el Código Municipal, corresponde a las municipalidades la administración de los servicios e intereses locales. En consecuencia, la Municipalidad debe mantenerse vigilante y diligencia ante hechos y denuncias como las que presentan los vecinos de la zona en cuestión. En caso de que se presentaran problemas que se exceden de sus competencias coordinar con las autoridades respectivas, todo con el fin de cumplir con el resguardo de la seguridad, salud y bienestar de la población que está bajo su tutela. Sin embargo, de autos no se extrae, que las autoridades municipales dentro del ejercicio de sus competencias de administrador de los intereses locales, hubieran realizado las coordinaciones necesarias con dicha entidad, para así procurar solucionar el problema de estancamiento de aguas detectado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Melvin Cordero Cordero, en su condición de Alcalde de la Municipalidad de Talamanca, o a quien ejerza dicho cargo, inmediatamente iniciar las coordinaciones y acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de máximo de SEIS MESES, puedan dar una solución al problema denunciado por el recurrente. La Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado, ponen notas por razones diferentes.

	MUNICIPALIDAD
	SE ORDENA GARANTIZAR PASO POR ALAMEDA QUE FUE SOLICITADO HACE TRES AÑOS

Expediente:16-001874-0007-CO
Sentencia:003930-16

Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE CURRIDABAT. El recurrente alega que el 27 de mayo de 2013 denunció ante la Municipalidad recurrida la obstrucción de una alameda por parte de una vecina, por lo que se emitió una notificación a la infractora, pero la situación persiste por lo que tuvo que presentar nueva denuncia al respecto el 5 de febrero de 2016, que no ha sido resuelta, por lo que considera violado su derecho de petición y pronta resolución. Sobre el tema, se cita el voto 016881-15. En el caso de análisis, la obstaculización para el paso de los peatones por la alameda obedece a que se colocó un portón y se construyó una estructura que impide libre tránsito por dicha zona pública, situación en la cual está involucrada la libertad de tránsito de los vecinos, por lo cual esta Sala estima procedente su tutela mediante el recurso de amparo. En este caso se trata de una misma denuncia que ha tenido que ser reiterada a lo largo de casi tres años ante diferentes instancias municipales, en la que se acusa la imposibilidad de ejercer la libertad de tránsito por esa vía, por lo que el recurso debe ser estimado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Edgar Eduardo Mora Altamirano, o a quien ocupe el cargo de Alcalde Municipal de Curridabat adoptar en forma inmediata las medidas necesarias para garantizar que el paso por la alameda o servidumbre peatonal cuyo cierre fue denunciado el 27 de mayo de 2013 por el recurrente, sea restablecido. 

	PENAL
	DETENCIÓN Y PLAZO PARA RESOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA

Expediente:16-002882-0007-CO
Sentencia:003620-16

Recurso de Hábeas Corpus contra el JUZGADO PENAL DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA Y EL MINISTERIO PÚBLICO. Reclama la recurrente que el amparado estuvo detenido más de treinta y dos horas, sin que haya sido puesto a la orden de un Juez, pese a que el caso no implica actuaciones complejas de investigación y los supuestos hechos ocurrieron en la zona de Guararí, a apenas dos kilómetros de los Tribunales. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre la detención del amparado y el plazo para resolver su situación jurídica. Se cita el voto 012028-08. b) Sobre el plazo de veinticuatro horas y la situación jurídica de las personas sujetas a proceso penal, se citan los votos 2007-17402, 2008-6584. c) Sobre el fondo, una vez analizado los informes rendidos por las autoridades recurridas, así como la prueba aportada a los autos, se concluye que se ha configurado contra el amparado la acusada infracción a sus derechos fundamentales, en tanto la Fiscalía recurrida procedió a poner al tutelado a la orden del Juez Penal de Turno, fuera del plazo establecido de las veinticuatro horas, lo que produjo una privación ilegítima de su libertad personal. Se declara con lugar el recurso. Se advierte a Bernal Alonso Rodríguez Víquez, en su condición de Fiscal Coordinador de la Fiscalía Adjunta de Heredia, abstenerse de incurrir en los hechos que sustentaron la estimatoria de este recurso.

	PENAL
	DERECHO DE DEFENSA DE LOS IMPUTADOS, DEBE DARSE DESDE EL PRIMER MOMENTO EN QUE OBTUVIERON LA CONDICIÓN DE SOSPECHOSOS, EN EL PROCESO DE FLAGRANCIA

Expediente:16-002784-0007-CO
Sentencia:003605-16

Recurso de hábeas corpus contra el TRIBUNAL DE FLAGRANCIA DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLÁNTICA. La recurrente interpone recurso de habeas corpus a favor de dos imputados en un proceso penal. Refiere que fue asignada como defensora pública en una causa penal que se tramita contra ambos tutelados. Expone que en la audiencia inicial manifestó al juez que existían intereses contrapuestos entre las defensas técnicas de ambos endilgados. Sin embargo, el tribunal recurrido determinó que un solo defensor podía representar a ambos imputados en la audiencia inicial y en la solicitud de medidas cautelares pues solo se iban a tratar peligros procesales, mas no elementos de fondo. Estima que lo anterior violentó el derecho de defensa de los tutelados. Alega que la situación descrita sirvió para fundamentar la imposición de una medida cautelar tan gravosa como la prisión preventiva. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) Sobre la observancia de los derechos fundamentales del imputado en los procesos especiales de flagrancia. Se cita el voto 16331-14. b) Sobre el caso concreto. Señala la Sala, que la defensa común para varios imputados es posible siempre y cuando no exista incompatibilidad o conflicto de intereses de los endilgados entre sí. En otras palabras, es admisible siempre que la defensa de los intereses de uno no sea contraria a los del otro imputado, so pena de lesionar el derecho a la defensa técnica. Así lo dispone el Código Procesal Penal en su numeral 107.  Además, nótese que a la luz del ordinal 425 del Código Procesal Penal, el derecho a la defensa técnica le asiste a los imputados desde el primer momento en que obtuvieron la condición de sospechosos en el proceso de flagrancia. En este sentido, contrario a lo alegado por la autoridad recurrida, los tutelados tenían el derecho fundamental de contar con un defensor durante la determinación de la competencia del tribunal de flagrancia y en la solicitud de medidas cautelares, las cuales incluso podían llegar a comprometer su libertad, como en efecto sucedió al disponerse la prisión preventiva por el plazo de 15 días. Conviene aclarar que el hecho de que la defensora haya advertido sobre los intereses contrapuestos en las defensas técnicas no implicaba automáticamente que se debía incorporar a otro defensor al proceso. El juez está facultado para rechazar fundadamente la alegada contradicción de intereses con base en las condiciones particulares del caso y, en consecuencia, avalar la defensa común. La defensa, tanto técnica como material, que forma parte del debido proceso en un proceso penal se ve claramente afectada en caso de existir intereses contrapuestos. De esta manera, lo alegado por la defensa acerca de la existencia de intereses contrapuestos, debió ser resuelto en forma clara y justificada por parte del juzgador; no podía dejarse para un momento posterior, ya que desde este momento procesal inicial, la decisión del juez en relación con los intereses contrapuestos puede venir a afectar en forma clara las reglas del debido proceso, por lo que al no tomarse la decisión oportunamente, como en este caso, se está vulnerando el derecho de defensa de los imputados quienes desde el inicio del proceso deben hacer el mejor uso de su defensa tanto técnica como material. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de los tutelados. Se ordena a Sergio Céspedes Rivera, en su condición de juez del Tribunal de Flagrancia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, resolver la gestión sobre intereses contrapuestos incoada por la defensora Ivonne Murillo Rivera y, una vez resuelta esta, realizar nuevamente la audiencia inicial celebrada el 24 de febrero de 2016 contra los tutelados, únicamente en lo relativo a la competencia y la solicitud de medidas cautelares, en el plazo de 24 horas contadas a partir de la comunicación de esta sentencia. 

	PENAL
	RESPALDO DE DATOS DE CELULAR DE DENUNCIANTE, DEBE REALIZARSE CON ORDEN DE JUEZ. DERECHO A LA INTIMIDAD

Expediente:16-002087-0007-CO
Sentencia:003937-16

Recurso de amparo contra EL MINISTERIO PÚBLICO Y EL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL. La recurrente asegura que, el 10 de febrero de 2015, fue trasladada a la Fiscalía de Alajuela y, en su presencia, se procedió a hacer un respaldo completo de la información de su teléfono celular, acceso que se realizó sin orden habilitante de juez. Considera que no era necesario hacer un respaldo completo de los datos personales del móvil, solo para obtener las dos fotografías del vehículo relacionado con la denuncia por ella planteada, por lo que se vulneró su derecho a la intimidad. Estima esta Sala que, para establecer si, en el caso concreto, existió alguna vulneración del derecho a la intimidad de la recurrente, es necesario analizar los alcances de las atribuciones otorgadas por el legislador al Ministerio Público, en la investigación de las denuncias objeto de su conocimiento, concretamente, en las atribuciones relacionadas en el decomiso de objetos que puedan servir como medios de prueba. Resulta claro, según el Código Procesal Penal y de la Ley sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las Comunicaciones, que el Fiscal podía ordenar el secuestro del teléfono celular de la amparada; sin embargo, en vista de que para realizar el respaldo de la información, necesariamente se requiere acceder al contenido del teléfono móvil, que se encontraba embalado, ello debía hacerse con autorización de un juez habilitante, por medio de una resolución debidamente fundamentada, aplicando para ello los principios de necesidad, idoneidad y proporcionalidad en sentido estricto y armonizando los intereses y valores en juego. En este escenario, en tanto se obtuvo del aparato celular de la recurrente, datos confidenciales como fotografías, correo electrónico y documentos personales, se acredita la acusada violación de su derecho a la intimidad, en los términos dispuestos en el artículo 24, de la Constitución Política y, por ende, procede declarar con lugar el recurso, en los términos dispuestos en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Tatiana Brenes Rodríguez, en su condición de Fiscal Adjunta del Primer Circuito Judicial de Alajuela, o a quien en su lugar ejerza el cargo que, en un plazo no mayor de TRES DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia, coordine con la Unidad de Delitos Informáticos, o bien, con las secciones, departamentos o unidades del Ministerio Público que correspondan, la destrucción del respaldo de la información del teléfono celular de la amparada, confeccionado en la diligencia de respaldo de imágenes.

	SERVICIOS PUBLICOS
	ACCESO A LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE AGUA POTABLE Y ELECTRICIDAD EN CASOS DE PRECARIEDAD

Expediente:16-002789-0007-CO
Sentencia:003731-16

Recurso de amparo contra EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD, EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS y LA ASOCIACIÓN ADMINISTRADORA DEL ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO SANITARIO DE PALMAR. La recurrente señala que representa a un grupo de personas que ocupan un inmueble ubicado en Palmar Sur de Osa. Dice que la propietaria registral del inmueble no se ha opuesto a su permanencia en el lugar, unido al hecho de que el Estado debe disponer que ese lugar sea ocupado por familias necesitadas de vivienda, aspecto que debe ser reconocido en esta sede. Por otra parte, comenta que han realizado gestiones ante el Instituto Costarricense de Electricidad y la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de Palmar, a fin de que se les instale los servicios públicos de electricidad y agua potable, respectivamente. No obstante, sus gestiones han sido rechazadas, bajo el argumento de que no cumplen los requisitos legales y técnicos para tales efectos. Agrega que el inmueble que ocupan tiene varias fuentes para abastecerse de agua potable, considera que el número de fuentes instaladas por el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados es insuficiente. En relación con lo señalado por la parte recurrente, se resuelve como se dirá en los siguientes considerandos. En primer lugar, lo pretendido por la recurrente es que este Tribunal reconozca que los tutelados tienen mejor derecho a ocupar un inmueble, extremo que es ajeno al ámbito de competencia de esta jurisdicción especializada, pues requiere una valoración probatoria que es propia de realizar en la vía de legalidad ordinaria, a fin de que se resuelva lo procedente. SOBRE LOS REQUISITOS PARA ACCEDER A LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE AGUA POTABLE Y ELECTRICIDAD. En principio, la posición de esta Sala ha sido la de garantizar el acceso a los servicios públicos de agua potable y electricidad, siempre y cuando se cumplan dos condiciones; el pago del servicio y el cumplimento de los requisitos legales y técnicos para su instalación. En este caso, la misma recurrente señala que las gestiones para la instalación de dichos servicios públicos han sido rechazadas en varias ocasiones, bajo el argumento de que no se cumplen los requisitos para tales efectos, de ahí que se estima que no ha existido un rechazo injustificado o arbitrario de esos servicios. Así las cosas, la valoración del caso y el análisis de las circunstancias particulares respecto al acceso de los servicios públicos de interés, son aspectos que, como tales, son propios de alegarse en la vía común -administrativa o jurisdicción- a fin de que se resuelva lo procedente. EN CUANTO A LA INSTALACIÓN DE FUENTES PÚBLICAS DE ABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE. Finalmente, Esta Sala ha tenido la oportunidad de referirse al tema de la instalación y distribución de fuentes públicas para abastecer a comunidades en condición de precariedad, se cita el voto 2016-01791. Del dicho de la misma petente se tiene que el asentamiento a que hace referencia cuenta con varias fuentes públicas de abastecimiento de agua potable, y la disconformidad de la recurrente versa sobre la ubicación, distancia y número de fuentes públicas que estima se debe instalar en determinados inmuebles, son aspectos que como tales, responden a un análisis técnico y legal propio de conocerse en la vía común. Se rechaza por el fondo el recurso.

	SERVICIOS PUBLICOS
	CONSENTIMIENTO DE COPROPIETARIOS PARA INSTALAR UN SERVICIO DE AGUA ADICIONAL ES IRRAZONABLE

Expediente:16-002323-0007-CO
Sentencia:003948-16

Recurso de amparo contra el INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. La recurrente acusa que se han lesionado sus derechos fundamentales, por cuanto indica que al solicitar un nuevo medidor de agua para la propiedad de la cual posee un derecho, el ICAA le exige presentar una carta con la autorización de los demás copropietarios, lo cual no puede hacer por tener una relación de enemistad con ellos. La autoridad recurrida justifica su actuar en el principio de legalidad que lo sujeta al cumplimiento del ordenamiento jurídico, citando al efecto lo que dispone el artículo 270 del Código Civil y el numeral 26 del Reglamento de Prestación de Servicios a los Clientes. No obstante, en un caso similar al de estudio, en sentencia No. 2013-14525, este Tribunal declaró con lugar un recurso, en el cual se impuso a otro Copropietario. En el caso concreto, se tiene por acreditado que la amparada no es usuaria ni abonada del Instituto recurrido; y según su propia manifestación, se abastecía del medidor de otro de los codueños de la misma propiedad, ante una denuncia, al ICAA en diciembre pasado y se apersonaron a inspeccionar, determinaron que, efectivamente, se había establecido una conexión ilegal, por lo que procedieron a eliminarla y a cambiar el hidrómetro por encontrarse en mal estado.  Dado lo anterior y retomando el criterio jurisprudencial expuesto, este Tribunal considera que se han lesionados los derechos de la amparada, toda vez que frente a la necesidad de obtener el servicio de agua para una casa ya establecida y de la cual, la recurrente es propietaria de una parte alícuota del terreno donde está ubicada, se le condicionó la prestación de ese servicio esencial, a la voluntad de los demás copropietarios, a pesar de que sobre dicha finca, ya consta un servicio de agua a favor de otro copropietario y ella no puede obtener su consentimiento, al no tener buena relación con ellos. En esas circunstancias, este Tribunal considera que el requisito impuesto por el Instituto recurrido no es razonable ni proporcionado, pues si bien las cautelas y restricciones que sustentan esa posición, podría justificarse con la consecuencia que dispone la Ley General de Agua Potable ante un eventual incumplimiento de imponer hipoteca sobre el bien o bienes que recae la obligación de pagar el servicio, los derechos de cada copropietario no se verían, necesariamente, disminuidos por la conexión de un nuevo servicio a favor de otro u otros copropietarios, pues responden en esa medida Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Yamileth Astorga Ezpeleta, en su condición de Presidenta Ejecutiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que emita las órdenes respectivas, a fin de que en el plazo máximo de 3 días a partir de la comunicación de esta sentencia, resuelva nuevamente la solicitud del servicio de agua planteada por la recurrente, sin imponerle como requisito, el consentimiento de los demás copropietarios; y de resultar procedente, se ordene la inmediata conexión del servicio de agua potable pretendido, si otra causa ajena a la examinada en el recurso, no lo impide. Los Magistrados Rueda Leal y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. Comuníquese.

	TRABAJO
	TRASLADO DE PUESTO EN ADUANAS, SIN FUNDAMENTACIÓN ADMINISTRATIVA

Expediente:16-001928-0007-CO
Sentencia:003058-16

Recurso de amparo contra LA DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. El recurrente interpone recurso de amparo contra la Dirección General de Aduanas, y expresa que laboraba en la Sección Técnica Operativa de la Aduana de Paso Canoas, en un puesto en propiedad y que por resolución del 30 de septiembre del 2015, se reubicó su puesto por plazo indefinido para que se desempeñe como Jefe de la Sección Técnica Operativa del Departamento Técnico de la Aduana Caldera. Enfatiza que lo anterior ocurrió sin habérsele dado la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, y mediante una resolución que carece de fundamentación. Por lo expuesto, pide que se acoja el recurso. En reiteradas ocasiones, este Tribunal ha señalado que la motivación constituye un elemento esencial del acto administrativo, en tanto permite conocer las razones que fundamentan la decisión de la Administración, y, en caso de estimarse necesario, poder plantear las impugnaciones correspondientes contra dicha decisión. En el caso en estudio, el accionante sí lleva razón en su reclamo, pues de la lectura del pronunciamiento cuestionado se denota que en éste no se indican con claridad las razones por las que se dejó sin efecto el nombramiento del tutelado como Jefe de la Sección Técnica Operativa de la Aduana de Paso Canoas, ya que la autoridad recurrida únicamente se limita a justificar su decisión en “satisfacer el interés público, la aplicación de los principios del Servicio Público contenido en la Ley General de la Administración Pública y para lograr una mayor eficiencia”. Lo anterior, sin lugar a dudas implica una lesión a los derechos del recurrente, toda vez que la falta de fundamentación del acto de cita, no le permite poder ejercer en forma adecuada su derecho de defensa contra el acto administrativo antes mencionado, vulnerándose así lo dispuesto por el numeral 39 de la Carta Maga. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número RES-DGA-491-2015 de las 11 horas del 9 de diciembre de 2015, y se restituye al tutelado en el goce de sus derechos. Lo anterior, sin perjuicio de que la autoridad recurrida dicte una resolución que se encuentre debidamente fundamentada. 

	TRABAJO
	SE ACUSA LA IMPOSICIÓN DE DOS SANCIONES POR AUSENCIA LABORAL

Expediente:16-002031-0007-CO
Sentencia:003522-16

Recurso de amparo contra LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. El recurrente señala que labora en la Asamblea Legislativa, desempeñando sus funciones como agente de seguridad en la Unidad de Seguridad y Vigilancia. Refiere que la Dirección Ejecutiva de la accionada le comunicó la imposición de una amonestación escrita, aduciendo para ello que no se había presentado a laborar el día treinta y uno de diciembre de dos mil quince. En esa nota se le indicó que se procedería a rebajarle de su salario el monto correspondiente al día de ausencia. Manifiesta que justificó ante la accionada que se trataba de un día feriado, y por ende, no estaba en obligación de laborar. Por otra parte, acusa que se lesionó en su perjuicio el principio de non bis in idem, pues se les está imponiendo dos sanciones por el mismo hecho, sea una amonestación por escrito y el rebajo salarial. En este caso, se tiene por acreditado que se cumplió con los parámetros señalados dentro del debido proceso constitucional, de modo que la disconformidad del recurrente con lo resuelto no le corresponde analizarla a este Tribunal, ya que dirimir ese tipo de conflictos es un ámbito ajeno a su ámbito de competencia. En similar sentido, es relevante aclarar para el caso concreto que el debido proceso constitucional lo que busca es salvaguardar las violaciones groseras al derecho de defensa y no las cuestiones que por su naturaleza son propias de discutirse en la vía de la legalidad respectiva. Finalmente, no es de recibo el alegato del recurrente, en el que señala que se le ha impuesto una doble sanción, por el hecho que ya se dispuso rebajarle de su salario el día de la ausencia laboral. Si bien el accionado por oficio AL-DREJ-OFI-0145-2016 del primero de febrero de este año, solicitó al Departamento de Recursos Humanos, que procediera a deducir del salario del tutelado, el monto correspondiente al día de ausencia; lo cierto es que ello no implica una sanción, sino una consecuencia ante la falta del servicio prestado, por la cual no se puede remunerar al amparado, si no lo trabajó. De manera que la única sanción impuesta al petente fue la amonestación escrita por no presentarse a trabajar el treinta y uno de diciembre de dos mil quince, día que no se encontraba entre los feriados obligatorios que contempla el artículo 147, del Código de Trabajo, ausencia laboral que, en todo caso, le corresponde justificar al trabajador en la sede de legalidad correspondiente. (En similar sentido, ver la sentencia número 2016-02103). Se rechaza por el fondo el recurso.

	TRABAJO
	SE ACUSA RECALIFICACIÓN DE GRUPO PROFESIONAL, REALIZADO SIN DEBIDO PROCESO

Expediente:16-001679-0007-CO
Sentencia:003514-16

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. El recurrente demandó la tutela de su derecho al debido proceso, pues, según afirma, el Ministerio de Educación Pública, contraviniendo los principios y garantías que rige, el debido proceso, suprimió el grupo profesional con que se le calificó en el 2008.  En este caso, sobre el debido proceso constitucional en sede administrativa, se cita el voto 15-90 y sobre las recalificaciones se cita el voto 009890-09. En el caso concreto, consta idónea y fehacientemente que se recalificó el grupo profesional del amparado a Aspirante. Pese a la justificación que brindan las autoridades recurridas, lo dispuesto en este sentido es ilegítimo, pues no se siguió procedimiento administrativo alguno para anular la calificación del grupo profesional que venía ostentando el amparado desde el 2008 (los autos). Aunado a lo anterior, no consta que después que la Procuraduría General de la República denegó el dictamen favorable solicitado por el Ministerio de Educación Pública, se haya iniciado procedimiento alguno a ese efecto. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjo el agravio reclamado. Se declara con lugar el recurso. Se anula la certificación del Departamento de Gestión de Trámites y Gestiones de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública No. 118-2016 de 8 de enero de 2016, que lo recalifica como Aspirante, y se restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. El Magistrado Jinesta Lobo da razones adicionales.

	TRABAJO
	A INTERINO NO SE LE VUELVE A NOMBRAR DESPUÉS DE QUE EL PROPIETARIO DE LA PLAZA SE VA DE NUEVO

Expediente:16-003532-0007-CO
Sentencia:003896-16

Recurso de amparo contra el Ministerio de Educación Pública. La recurrente alega que el Ministerio accionado lesionó su derecho al trabajo, al otorgarle a una tercera persona un nombramiento interino, el cual había venido disfrutando previo al regreso de la titular de la plaza. Estima tener derecho a que se le conceda el nuevo nombramiento, en vista de que, en su criterio, se ha dado una sustitución de interino por interino. SOBRE LA ESTABILIDAD LABORAL DEL SERVIDOR PÚBLICO. En reiterada jurisprudencia este Tribunal ha indicado que el principio de seguridad jurídica exige que la sustitución de un interino se puede dar en el caso que sea sustituido por el propietario de la plaza, ya sea que, regrese el propietario o se nombre a un funcionario en propiedad si la plaza estuviera vacante. Se cita el voto 7249-94. En el caso concreto, según lo afirma la recurrente, su nombramiento había cesado el día 12 de febrero, en vista de que la titular había regresado a su plaza y no es sino hasta el día 1 de marzo en que esta se incapacita nuevamente y se nombra a una tercera persona, lo que en modo alguno puede interpretarse como una sustitución de un funcionario interino por otro interino, tal y como se indica en la jurisprudencia parcialmente transcrita, siendo que su primer nombramiento se había interrumpido por el regreso del titular de la plaza y no por otra causa. En consecuencia, el presente recurso es improcedente y así se declara. Se rechaza por el fondo el recurso.-

	TRABAJO
	OTORGAMIENTO DE LICENCIA POR MATRIMONIO SE OTORGA POR UNA ÚNICA VEZ

Expediente:16-003487-0007-CO
Sentencia:004080-16

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE HACIENDA. La recurrente reclama que fue denegada su solicitud de otorgamiento de licencia por matrimonio católico. En este caso, señala la Sala que no hay un derecho fundamental a las licencias de matrimonio, es un beneficio de índole legal y la denegatoria expresada en el oficio DAF-AL-222-2016 no se basa en razones discriminatorias en razón de religión, sino a que ya contrajo matrimonio civil desde el 25 de mayo de 2007, vínculo que se mantiene en la actualidad. En consecuencia, se resolvió que no es posible darle una nueva licencia porque el hecho generador del permiso ocurrió en aquella fecha y la ceremonia católica no es más que una reiteración o duplicidad del acto legal realizado desde el año 2007; con lo cual, no se observan razones discriminatorias en razón de la religión. Se rechaza por el fondo el recurso.

	TRABAJO
	HABILITACIÓN EN EL REGISTRO DE ELEGIBLES EN EL SERVICIO CIVIL ES OBLIGACIÓN DE CADA UNO DE LOS INTERESADOS

Expediente:16-002597-0007-CO
Sentencia:003974-16

Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIO CIVIL. La accionante estima lesionados sus derechos fundamentales, por cuanto acusa que el recurrido procedió a excluirla del registro de elegibles, sin haberle notificado personalmente, lo que ocasiona que actualmente no pueda ser nombrada. En este caso concreto, consta que el 21 de noviembre de 2011, la Dirección General del Servicio Civil, consideró oportuno actualizar sus bases de datos, por lo que publicó en la Nación y en el Diario Extra, que todos aquellos oferentes que se encontraran en el Registro de Elegibles correspondientes a las clases de puesto Oficinista de Servicio Civil 1 y 2, Secretario de Servicio Civil 1 y 2, Título I del Estatuto de Servicio Civil, se estaría habilitando su página web para hacer la necesaria ratificación de permanecer o no en dichos registros en un plazo determinado; y se advirtió, que quien no ejecutara el requerimiento en cuestión, sería excluido de dichos registros de candidatos elegibles. Dado que la recurrente no ratificó su interés en el plazo señalado, fue excluida por la Dirección General recurrida del Registro de Elegibles. Esto trajo como consecuencia, que este año que la recurrente fue cesada de un puesto que venía ocupando por el traslado en propiedad de otro funcionario, no pudiera acceder a un nuevo nombramiento. Este Tribunal considera que la actuación de la autoridad recurrida no resulta arbitraria, pues de conformidad con el artículo 15 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, se confiere a la Dirección recurrida, determinar, discrecionalmente, la vigencia de un determinado registro de elegibles, tomando en consideración las necesidades institucionales. En ese sentido, la autoridad recurrida pudo haber dispuesto incluso desechar el registro que tenía y convocar uno nuevo. No obstante, optó por actualizar el mismo, solicitando a quienes lo conformaban, el ratificar su interés para continuar siendo considerado para nombramientos en el sector público. Así las cosas, la omisión de la recurrente no resulta imputable a la Dirección recurrida y, por ende, no se estima que la autoridad recurrida haya lesionado derecho fundamental alguno de la amparada. Se declara SIN LUGAR el recurso. La Magistrada Hernández López salva el voto y rechaza de plano el recurso.

	TRABAJO
	SE ORDENA ATENDER RECOMENDACIÓN MÉDICA DE HORARIO DE TRABAJO

Expediente:16-002318-0007-CO
Sentencia:003947-16

Recurso de amparo contra el Coordinador de la Unidad de Seguridad y Vigilancia, el Director del Departamento de Servicios Generales y el Director del Departamento de Trabajo Social y Salud, todos del Instituto Tecnológico de Costa Rica. El recurrente alega que las autoridades recurridas no han acatado la recomendación del Dr. Luis Enrique Pereira, director del Departamento de Trabajo Social y Salud del Instituto recurrido, de que se le mantenga laborando por un periodo de 6 meses en el horario de 02:00 p.m. a 10:00 p.m. Esta Sala ha dicho que la Administración no puede desconocer valoraciones médicas ni tampoco, por un formalismo, poner en peligro la salud de la persona. Del marco fáctico antes descrito, concluye la Sala que la Administración recurrida ha desatendido la recomendación médica del amparado en punto a que debe laborar en el horario de 14:00 a 22:00 horas por razones de salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Miguel Bustillos Calderón, en su condición de coordinador de la Unidad de Seguridad y Vigilancia del Instituto Tecnológico de Costa Rica, o quien en su lugar ocupe ese cargo, que disponga, en forma inmediata, lo correspondiente al horario de trabajo del amparado, de conformidad con la recomendación médica comunicada por el Dr. Luis Enrique Pereira, director del Departamento de Trabajo Social y Salud. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto y declara sin lugar el recurso.-

	TRABAJO
	SE ORDENA INCLUIR A UNA MADRE DE TRES HIJOS EN REGISTRO DE ELEGIBLES, EN APLICACIÓN AL PRINCIPIO DE EQUIDAD

Expediente:16-001265-0007-CO
Sentencia:003921-16

Recurso de amparo contra la DIRECCIÓN GENERAL DE SERVICIO CIVIL (DGSC) y el MINISTERIO DE HACIENDA. La accionante alega que fue seleccionada de una terna para ocupar en propiedad el cargo de Oficinista del Servicio Civil 2 en el Ministerio de Hacienda. Sin embargo, indica que se vio obligada a declinar el nombramiento en dicho puesto ya que este implica salir de gira regularmente, lo cual le es imposible por tener tres hijos menores de edad, entre ellos una de nueve meses de nacida que disfruta del beneficio de lactancia materna por indicación médica. Reclama que al rechazar el cargo en propiedad, la DGSC la excluyó de la lista de elegibles. Refiere que solicitó a esa Dirección que reconsideraran su exclusión de la lista aludida, mas esta autoridad se negó a hacerlo. En este caso, señala la Sala que se hace necesario traer a colación el principio de equidad, en donde se cita la sentencia 11499-13, el cual, procura encontrar una solución justa para el caso concreto, atendiendo para tales efectos a las circunstancias particulares del caso y a las posibles consecuencias de aplicar determinada normativa en cierta forma. En el caso de la accionante, se observa que el desistimiento de la recurrente al puesto Nº8934 no fue arbitrario o injustificado, sino que obedeció a su imposibilidad de salir regularmente a giras por ser jefa de hogar con tres hijos, uno de los cuales se encontraba aún en periodo de lactancia materna. La tutelada dio a conocer a la DGSC esta situación; sin embargo, dicha autoridad optó por aplicar la directriz institucional de la circular ARSP-008-2013 y resolvió excluir a la amparada del registro de elegibles. Lo anterior, sin atender a las circunstancias particulares del caso, a la protección especial que el Estado debe brindar a la madre y al niño en virtud del artículo 51 constitucional y los efectos de una exclusión del registro de elegibles (imposibilidad total de volver a ser tomada en cuenta a efectos de ser nombrada en propiedad en un puesto de la clase y especialidad de la nómina Nº964-2015). En virtud de lo anterior, se observa que la resolución de la DGSC, en el sentido de excluir a la recurrente de la lista de elegibles, resulta ser contraria al principio de equidad. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra la Dirección General del Servicio Civil. Se le ordena a Hernán Rojas Angulo y Rómulo Castro Víquez, por su orden Director General y Director del Área de Gestión de Reclutamiento y Selección de Personal de la Dirección General del Servicio Civil, o a quienes en su lugar ocupen esos cargos que, si otra circunstancia no lo impidiere, inmediatamente incluyan a la recurrente en el registro de elegibles del que se le excluyó en razón de su desistimiento al puesto Nº 8934. 


	· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad



	AMBIENTE
	OMISIÓN EN MATERIA AMBIENTAL EN LA LEY DE CONCESIONES

Expediente:12-011423-0007-CO                                                                                                                                                                                                                       Sentencia:003855-16

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1 y 5 de la ley denominada:  Modificación a varios artículos de la Ley No. 7744. Concesión y Operación de Marinas Turísticas. No. 8969

Las normas regulan lo relativo a las áreas de concesión y los trámites ante la Comisión Interinstitucional de Marinas y Atracaderos Turísticos CIMAT. Se acusa que en la normativa impugnada se omite proteger humedales y otros ecosistemas vulnerables, así como varias categorías de manejo ASP, dentro de las prohibiciones para otorgar concesiones y no se contempla la evaluación de impacto ambiental completa, violando con ello varios principios y convenios internacionales. Se declara SIN lugar la acción en todos sus extremos, tomándose nota de lo indicado en el último considerando. El Magistrado Rueda Leal consigna nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	OMISIÓN DEL DIRECTORIO LEGISLATIVO

Expediente:15-005016-0007-CO
Sentencia:003445-16

Acción de inconstitucionalidad contra la omisión del Directorio de la Asamblea Legislativa de cumplir con lo acordado en la sesión del Plenario de la Asamblea Legislativa del 20 de enero del 2015. Se pretende que se declare que el presidente del Directorio Legislativo omitió ejecutar el acuerdo del Plenario, en cuanto dispuso la concurrencia del ministro de la Presidencia, Señor Melvin Jiménez Marín, a la Asamblea Legislativa, y ordenar al Directorio Legislativo y, específicamente, al Presidente que ejecute el acuerdo del Plenario. Según consta en la prueba aportada por el accionante, en el acta 129 del 20 de enero pasado de la Asamblea Legislativa, la moción fue aprobada por los cuarenta y cinco diputados presentes, sea por unanimidad. En esta sentencia se analizan los siguientes temas: a) La normativa que da fundamento a la interpelación. En el inciso 24) del artículo 121 de la Constitución Política Hay dos consecuencias claras: una la vertiente jurídica, que se deduce de la violación a los artículos de la Constitución Política y del Reglamento de la Asamblea legislativa; y la otra, que se abordará luego, la del control político que vela por la buena marca de la administración pública y la responsabilidad de los funcionarios públicos. b) Sobre la interpelación de ministros.- La interpelación se considera un derecho del (de la) diputado (a) de ejercer el control político, el que nace de su condición de representante por la Nación, no puede ejercerlo quien no es diputado (a), por lo que es el resultado de la democracia representativa. Se trata de un juicio de responsabilidad política (sin efectos jurídicos), aunque de encontrarse hechos que conlleven responsabilidades penales o civiles, debe de proceder a la denuncia ante los respectivos órganos jurisdicciones y de la Administración Pública. C) La interpelación acordada por el Plenario legislativo a la luz de la Constitución Política es vinculante. El fin de interrogar al ministro es parte del ejercicio del control político, de lo contrario, el fin último de la interpelación claramente se vería frustrado. D.- El contenido de la República democrática de Costa Rica.- Los peligros para los sistemas de gobierno abiertos (democráticos) reside en la amplia libertad para acceder al poder, pero que se contrarresta con la conducta decente, digna y honorable de los hombres y de las mujeres en la forma de conducir los asuntos públicos. E.- La rendición de cuentas como el principio de legalidad funcional de los miembros superiores de gobierno electos políticamente.  Estima la Sala que aun en contra de la voluntad de un ministro de Gobierno, el Parlamento tiene la potestad de pedirle explicaciones o informes al ministro. Por ello es importante resolver la acción interpuesta por el accionante. Así, el problema planteado está en la inejecución de un acuerdo legislativo, adoptado por el órgano superior de la Asamblea Legislativa. Como se ha venido señalando a lo largo de
esta sentencia, la interpelación no llegó a notificarse al ministro de la Presidencia, quedando todo en una especie de muerte súbita, por lo que esta omisión infringió las disposiciones del Reglamento de la Asamblea Legislativa. En el caso que nos ocupa, hacemos alusión al rol administrativo del Directorio Legislativo, lo que significa que una vez adoptada la decisión del Plenario, los demás órganos legislativos deben iniciar las labores administrativas necesarias para materializarla sin dilación alguna, máxime cuando se trata de un caso donde se ha activado un mecanismo de control político, nuclear de nuestro sistema republicano, sea: la aprobación de una moción de interpelación, de una comisión especial investigadora, etc. Así las cosas, el órgano legislativo encargado de la tramitología de los acuerdos tomados en el seno del Plenario, una vez firme, deben proceder a su ejecución inmediata. Para este Tribunal no hay duda que corresponde al presidente del Directorio Legislativo adoptar las medidas necesarias para la ejecución del acuerdo legislativo, y la de los secretarios conforme les ha sido atribuido por el Reglamento de la Asamblea Legislativa. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se declara la inconstitucionalidad de la omisión del Directorio Legislativo correspondiente a la Primera Legislatura del período 2014-2015, de no comunicar la interpelación al ministro de la Presidencia, aprobada por el Plenario Legislativo, según consta en el acta No. 129 de 20 del enero de 2015. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no procede resolver sobre la reposición de trámite legislativo alguno, toda vez que el señor Melvin Jiménez Marín no ocupa el cargo de ministro de la Presidencia. Comuníquese a la Procuraduría General de la República, a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo. Reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. La magistrada Garro Vargas pone nota.-


	CIVIL
	IMPOSIBILIDAD DE RECUSAR JUECES EN ACTIVIDAD JUDICIAL NO CONTENCIOSA

Expediente:15-014739-0007-CO
Sentencia:003446-16

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 53, 54, 55, inciso 8), 60, 71, inciso b), 72 y 73 del Código Procesal Civil. Gestión de adición y aclaración en relación con la resolución No. 2004-002016. Señala la Sala que la gestión de aclaración y adición contemplada en el citado artículo 12 no es un medio de impugnación, mediante el que se pueda variar el sentido de lo resuelto en una sentencia de la Sala, sino que constituye un instrumento procesal para que cualquiera de las partes solicite se complemente una sentencia o se aclare su contenido. En primer lugar, la gestionante no es parte en este proceso de control de constitucionalidad, por lo que no está legitimada para formular tal gestión de adición y aclaración, en atención a lo previsto en el citado artículo 12 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Será, en todo caso, en el proceso judicial, en que habrá de discutirse sobre la procedencia de la recusación formulada, en atención a lo ya resuelto por esta Sala y lo dispuesto por la normativa legal aplicable. No ha lugar a la gestión formulada.

	CIVIL
	MEDIDAS DE SANEAMIENTO EN MATERIA CIVIL (GAS ZETA)

Expediente:16-002535-0007-CO
Sentencia:003271-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 315 del Código Procesal Civil. La norma cuestionada señala: “Desde la admisión de la demanda y en las oportunidades en que corresponda, el juez deberá decretar las medidas necesarias para reponer trámites y corregir actuaciones, integrar el litisconsorcio necesario, y prevenir cualquier tentativa de fraude procesal.” Se acusa que la norma permite, en la práctica, que los jueces puedan revocar resoluciones firmes en procesos judiciales en que no existe propiamente una sentencia, sino más bien, autos con carácter de sentencia. En este caso, se rechaza de plano la acción, al considerarse que la actora, lo que, verdaderamente, impugnaba es la aplicación de una norma del Código Procesal Civil, en una resolución de la Sala Primera, siendo que al tenor de los artículos 10 de la Constitución y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no son perseguibles a través de la acción de inconstitucionalidad los actos jurisdiccionales del Poder Judicial, sea sus resoluciones vertidas en un proceso determinado. 

	COMERCIO
	REGLAMENTO GENERAL SOBRE DISTRIBUCIÓN Y ASIGNACIÓN DE CONTINGENTES ARANCELARIOS DE IMPORTACIÓN

Expediente:14-002684-0007-CO
Sentencia:004282-16

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 9 y 10 del Reglamento General sobre Distribución y Asignación de Contingentes Arancelarios de Importación. Decreto Ejecutivo 30900-COMEX-MAG del 20 de diciembre del 2002. Publicado en La Gaceta No. 3 del 06 de enero del 2003. Se acusa que la norma hace una diferencia en la importación de los solicitando nuevos y los solicitantes con récord histórico, para participar en los contingentes de importación, dando a los nuevos un porcentaje de importación mínimo, que no hace rentable el negocio. Partiendo de las consideraciones esbozadas en la sentencia transcrita, la Sala estima que constituye un aspecto de franca legalidad la valoración de los criterios técnicos que justifican que, en el caso presente, se asigne un contingente arancelario de un 80% a los solicitantes que tienen un registro histórico, frente al 20% que se atribuye a los solicitantes nuevos, con respecto a la importación del azúcar, todo lo cual debe ser analizado en el contexto de la Jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de las acciones que el ordenamiento estipula con ese fin. No es revisable la situación impugnada por los actores ante la Sala Constitucional y, por ende, lo que procede es el rechazo de plano de este asunto.

	COMERCIO
	RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL ADUANERO NACIONAL

Expediente:16-2757-0007-CO
Sentencia:003476-16

Acción de inconstitucionalidad contra la actuación inconstitucional del Tribunal Aduanero Nacional en la sentencia No. 452-2015. Expediente Administrativo No. DN-336-2013. Se acusa que en la sentencia cuestionada del TAN se desacata la sentencia 11079-15 de la Sala Constitucional contra el artículo 242 de la Ley General de Aduanas. Asegura que se pone en vigencia la disposición normativa que había sido derogada por una reforma posterior, para mantener una sanción de multa.  Esta Sala ha estimado que los reparos formulados por el accionante en esta acción hacen referencia a un tema de legalidad propio de resolverse en las vías ordinarias. Por lo que procede rechazar de plano la presente acción, como así se dispone.

	COMERCIO
	CERTIFICACIONES DE LÍNEAS DE CRÉDITO PARA USO DE TARJETAS DE CRÉDITO EXPEDIDAS POR UN CONTADOR PÚBLICO

Expediente:16-003331-0007-CO
Sentencia:004300-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 611 del Código de Comercio, adicionado mediante Ley NO. 7558 del 03 de noviembre de 1995. El párrafo segundo de la norma cuestionada, establece que las certificaciones de líneas de crédito para uso de tarjetas de crédito expedidas por un contador público autorizado, tendrán carácter de título ejecutivo. Lo anterior, a juicio del accionante lesiona lo dispuesto en el artículo 46 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción por falta de asunto base y se indica que, al conocer de un caso análogo al presente, en el que también se cuestionaba el párrafo segundo del artículo 611 del Código de Comercio, este Tribunal, se pronunció por sentencia No. 2001-09673. Se rechaza de plano la acción.

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	SE REITERA A LA ASAMBLEA LEGISLATIVA CUMPLIR SENTENCIA CONSTITUCIONAL Y EMITIR LA REFORMA PARCIAL A LA CONSTITUCIÓN Y AL REGLAMENTO LEGISLATIVO, PARA INCORPORAR EL DEBER DE PROBIDAD COMO UNA CAUSAL DE CANCELACIÓN DE CREDENCIAL Y OTRAS SANCIONES.

Expediente:10-000477-0007-CO
Sentencia:004348-16

Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 262 del Código Electoral. La norma impugnada otorga la facultad al Tribunal Supremo de Elecciones de cancelar las credenciales de los miembros de los Supremos Poderes, en contra de la competencia exclusiva y excluyente de la Asamblea Legislativa.  Se acusa el incumplimiento de la sentencia 11352-10. Se reitera a Rafael Ortiz Fábrega, en su calidad de presidente de la Asamblea Legislativa, o a quién ocupe su cargo, el cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia número No. 2010-11352 de las quince horas cinco minutos del veintinueve de junio de dos mil diez, para que la Asamblea Legislativa dicte la reforma parcial a la Constitución Política y la reforma a su Reglamento para incorporar el deber de probidad como una causal de cancelación de credencial y otras sanciones.  Notifíquese, reséñese y publíquese integralmente esta sentencia. Los (a) magistrados (a) Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López, y Ulate Chacón ponen notas separadas. La magistrada Hernández López y el magistrado Hernández Gutiérrez salvan el voto y rechazan de plano la gestión por falta de legitimación del accionante. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	ELECTORAL
	EN CASOS DE EMPATE EN ELECCIONES MUNICIPALES, SE ELIGE AL CANDIDATO DE MAYOR EDAD

Expediente:16-002439-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 202 del Código Electoral. El accionante considera que la norma impugnada resulta inconstitucional en cuanto establece que, en caso de empate, en la elección del alcalde municipal, se tendrá por elegido “el candidato(a) de mayor edad”, pues, a su juicio, esto supone una discriminación en perjuicio de las personas jóvenes, que no encuentra sustento en los principios de razonabilidad y proporcionalidad e infringe lo previsto en los artículos 5 y 21 de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, en que se reconoce el derecho de los jóvenes a la participación política y a elegir y ser elegidos, sin que se puedan establecer discriminaciones que afecten el goce de tal derecho. Estima esta Sala que la norma impugnada no es incompatible con el Derecho de la Constitución. Lo primero que debe destacarse es que la referida norma no limita ni restringe, de modo alguno, el derecho de las personas jóvenes –o de cualquier otra persona- a participar, de forma plena y efectiva, en el proceso electoral y, en particular, de postularse a ser elegidas en un cargo público. Lo que la norma regula es el sistema de adjudicación de los cargos de alcalde, intendentes y síndicos, una vez realizada la correspondiente votación; en cuyo caso, se establece, como regla general, que el alcalde municipal, los intendentes y los síndicos se declararán elegidos por el sistema de mayoría relativa en su cantón y distrito, respectivamente, y en el supuesto, excepcional, que se dé un empate, entonces se tendrá por elegido el candidato de mayor edad. Respecto a este segundo criterio de adjudicación –que es el que se cuestiona en la presenta acción-, considera este Tribunal que no es discriminatorio ni irrazonable. El legislador, en el ejercicio de su libertad de configuración, ha optado por la selección del candidato de mayor edad, como criterio objetivo para resolver el empate –entre candidatos que han obtenido igual cantidad de votos y, por ende, gozan de idéntica legitimidad democrática-, por cuanto, ha estimado, de manera razonable, que la persona de mayor edad es, plausiblemente, la de mayor experiencia y, con esto, se acrecenta su idoneidad y capacidad para el desempeño del cargo. Criterio de desempate que, incluso, es previsto en la propia Constitución Política, en su artículo 138, para la elección de Presidente y Vicepresidentes de la República. Norma que, por lo demás, no puede estimarse que, per se o de modo específico, discrimine a las personas jóvenes, pues también resultaría aplicable cuando el empate se diera entre dos o más personas que pertenecieran a ese mismo colectivo. A mayor abundamiento, esta Sala ha resuelto que las personas jóvenes no son un grupo que requiera acciones afirmativas. Este Tribunal ha señalado, recientemente, que es claro que ni en la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, ni en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ni en la Constitución Política se estipula la obligación de garantizar una cuota fija de participación efectiva de la juventud en los procesos electorales  (VOTOS 2016-002370 y 2016-002371. Se rechaza por el fondo la acción.

	FAMILIA
	DIVORCIO POR SEPARACIÓN DE HECHO

Expediente:15-003469-0007-CO
Sentencia:003041-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 48.8 del CÓDIGO DE FAMILIA. Se solicita adición y aclaración de la sentencia 19289-15. El recurrente solicitó que se aclare cómo el juez de familia con el solo dicho de la parte, podrá desaplicar la carga de la prueba testimonial prescindiendo de la norma vigente –artículo 48.8 del Código de Familia- que exige los 3 años de separación de hecho (memorial electrónico). Conviene, en primer término, señalar que este Tribunal no es un órgano consultivo para los particulares, ni para la administración activa. Por ende, resulta improcedente evacuar la consulta planteada. Aunado a lo anterior, lo relativo a la recepción de la testimonial, no guarda relación alguna con la con la infracción reclamada. Bajo esta inteligencia, no ha lugar a la gestión formulada. No ha lugar a evacuar la consulta.

	MINORIAS
	MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO

Expediente:16-002972-0007-CO
Sentencia:003865-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 14 inciso 6) del Código de Familia. La norma cuestionada prohíbe el matrimonio entre personas del mismo sexo. Se indica que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha reconocido plenamente la identidad sexual como categoría protegida por los instrumentos internacionales de derechos humanos, extendiéndose al matrimonio entre personas del mismo sexo.  Acumúlese esta acción a la que se tramita en el expediente número 15-013971-0007-CO.

	PENAL
	CENTRO JUDICIAL DE INTERCEPTACIÓN DE LAS COMUNICACIONES

Expediente:16-000538-0007-CO
Sentencia:003120-16

Consulta Judicial referente al Reglamento de Actuaciones para el Centro Judicial de Interceptación de las Comunicaciones, aprobado por Corte Plena en sesión 44-12 del 17 de diciembre del 2012, artículo XXIII. Se considera que puede ser violatorio de lo dispuesto en el artículo 24 de la Constitución Política, en tanto puede autorizar a otros funcionarios además del juez, para realizar la escucha de las intervenciones. En este caso, no pueda la Sala, por esta vía y en esta ocasión, efectuar en abstracto un análisis de constitucionalidad, o de conformidad con el Derecho de la Constitución, de las disposiciones de ese Reglamento. Por ese motivo, se estima prematura la presente consulta judicial de constitucionalidad, además que no reúne los requisitos de admisión de los artículos 102 y 104 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, particularmente, en lo que atañe a la indicación, precisa y detallada, del proceso jurisdiccional donde se ha de aplicar la norma impugnada. Por este motivo, la Sala debe negarse a evacuar la consulta formulada, por el incumplimiento de requisitos formales.


	PENAL
	MONITOREO ELECTRÓNICO COMO MEDIDA CAUTELAR

Expediente:16-001754-0007-CO
Sentencia:003124-16

Consulta Judicial planteada por el Tribunal Penal de Heredia, sobre la constitucionalidad de la aplicación de los artículos 57 bis del Código Penal en virtud de la aprobación de la ley de referencia se encuentra vigente desde el 30 de setiembre de 2014, regula aspectos de tipo procesal (el monitoreo electrónico como medida cautelar) como de fondo propiamente, al introducir un inciso 4) al artículo 50 del Código Penal. En este caso, el asunto planteado por el Juez consultante no constituye un asunto de constitucionalidad, que deba ser atendido en esta Jurisdicción, sino uno de franca legalidad relativo a la mera adecuación de los alcances del acuerdo adoptado por el Instituto Nacional de Criminología en la sesión extraordinaria No. 4921 de 29 de octubre de 2015, artículo III, respecto del artículo 57 bis del Código Penal. En virtud de lo anterior y no habiendo motivo para variar el criterio expuesto en la sentencia 2392-16. No ha lugar a evacuar la consulta. 

	PENAL
	DELITOS DE CORRUPCIÓN Y CORRUPCIÓN AGRAVADA

Expediente:16-002398-0007-CO
Sentencia:003137-16

Consulta Judicial del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de San José, sede suroeste, referente a los artículos 167 bis y 168 del Código Penal. Se consulta si procede aplicar la circunstancias agravantes contenidas en el numeral 168, a los casos acusados bajo es figura delictiva regulada en el artículo 167 bis, o bien si por el contrario, lo procedente sería aplicar la pena del delito en su forma simple. En este caso, es claro que mediante esta consulta no se plantea un juicio de conformidad con el Derecho de la Constitución en relación con una "norma, acto, conducta u omisión que se deba aplicar o juzgar", sino que pretenden que este Tribunal indique si en el caso concreto se debe aplicar el artículo 168 del Código Penal, que regula las circunstancias agravantes, o bien, aplicar la pena contenida en el artículo 167 bis del mismo código, en su forma simple. Es preciso recordar que el objeto de la consulta judicial de constitucionalidad es evacuar aquellas dudas que surgen en el ánimo de un Juez al analizar y resolver un asunto de su competencia sobre la constitucionalidad de una o varias normas que debe aplicar. En este caso la duda del Tribunal se circunscribe a cuál de las normas debe aplicar para resolver el caso concreto. No obstante, no le corresponde a esta Sala indicar al Juez cual norma debe aplicar en un caso sometido a su conocimiento ni tampoco señalar, en caso que existan normas cuyo contenido pueda resultar contradictorio, cuál o cuáles prevalecen. En virtud de lo expuesto, la consulta es inadmisible.
No ha lugar a evacuar la consulta

	PENAL
	APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE DOBLE CONFORMIDAD

Expediente:16-2758-0007-CO
Sentencia:003477

Consulta Judicial planteada por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago, sección segunda, sobre la reiteración jurisprudencial y la interpretación realizada de la Sala Tercera (sentencias: 436-15, 1305-15, 520-15), según la cual, el principio de doble conformidad (artículo 466 bis del Código Procesal Penal) aplica solo una vez agotado el recurso extraordinario de casación penal, es contraria a los principios de razonabilidad, proporcionalidad, seguridad jurídica, justicia pronta y progresividad de los derechos fundamentales. En vista que el objeto de la impugnación en el presente caso es idéntico al conocido por la Sala Constitucional con motivo de la consulta judicial que se tramitó bajo el expediente No. 16-001001-0007-CO, este asunto debe ser resuelto en los mismos términos, habida cuenta que, en esta ocasión, los Jueces consultantes no han planteado argumento alguno que justifique un razonamiento distinto del que se emitió en aquella oportunidad. Por consiguiente, la Sala Constitucional se debe negar a evacuar la consulta formulada. No ha lugar a evacuar la consulta. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y ordena continuar con el trámite de la presente consulta judicial. La Magistrada Hernández López pone nota.-

	PENAL
	RESOLUCIÓN DE LA SALA TERCERA

Expediente:16-003648-0007-CO
Sentencia:004318-16

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución número 000563-15 emitida por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en la cual, se declara inadmisible el recurso de casación planteado por el accionante. En este caso, se verifica que el cuestionamiento del accionante se dirige contra un acto jurisdiccional concreto e individual, el que no puede ser objeto de control de constitucionalidad , de conformidad con el artículo 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

	PENSION
	DIRECTRIZ PRESIDENCIAL SOBRE PENSIONES

Expediente:14-016400-0007-CO
Sentencia:003856-16

Acción de inconstitucionalidad contra la resolución MTSS-010-2014; la Directriz MTSS-012-2014 y la Ley 7858. Las normas se impugnan en cuanto establecen un tope máximo de pensión para todos los regímenes contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional, con menoscabo de los principios supra aludidos. Resolución de las 11:06 del 20 de octubre del 2014. Acumúlese esta acción a la que se tramita ante esta Sala bajo el expediente número 14-015574-0007-CO.- 

	PENSION
	TOPE DE PENSIONES POR DIRECTRIZ DEL MTSS

Expediente:14-017348-0007-CO
Sentencia:003118-16

Acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la LEY No. 7858 y la resolución MTSS-010-2014 de las 11:07 hrs. de 4 de agosto de 2014, denominada: "Diligencias de Implementación del Tope contenido en la Ley No. 7858 de 28 de diciembre de 1998". Las normas se impugnan en cuanto establecen un tope máximo de pensión para todos los regímenes contributivos de pensiones con cargo al presupuesto nacional, con menoscabo de los principios supra aludidos. Acumúlese esta acción a la que se tramita ante esta Sala bajo el expediente número 14-015574-0007-CO.

	PODER JUDICIAL
	SENTENCIA JUDICIAL

Expediente:16-002641-0007-CO
Sentencia:003151-16

Acción de inconstitucionalidad contra la sentencia del Tribunal de Trabajo, Sección Segunda del Segundo Circuito Judicial. No. 432 de las 10:45 del 30 de setiembre del 2015. Sobre otorgamiento de salarios caídos desde el despido, hasta la efectiva reinstalación. En este caso, señala la Sala que la intención de la accionante no es, propiamente, cuestionar una eventual pauta jurisprudencial, sino que, impugnar una resolución concreta y específica (el voto No. 432) que, a su juicio, se contradice con la verdadera o vigente línea jurisprudencial de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Por lo que la presente acción de inconstitucionalidad es inadmisible -a la luz de lo dispuesto en los numerales 10 de la Constitución Política y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional- y procede su rechazo de plano.

	SEGURIDAD SOCIAL
	COBRO DE DIFERENCIA, POR PASARSE A COTIZAR COMO TRABAJADOR VOLUNTARIO A INDEPENDIENTE

Expediente:16-003427-0007-CO
Sentencia:004305-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 3 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social y el Reglamento dictado por dicha institución, denominado, Reglamento para la Afiliación de los Trabajadores Independientes. (Aprobado según el artículo 21 de la sesión No. 7877 celebrada el 05 de agosto del 2004, según oficio No. 36.948 del 25-10-2004. Publicado en La Gaceta No. 219 del 09 de noviembre del 2004) y por su aplicación realizada por el Departamento de Inspección de la CCSS. Acusa el accionante que pagaba su seguro como trabajador voluntario y, se cambió a trabajador independiente, razón por la cual, la CCSS, le hace un traslado de cargos y, le indica que, según la renta declarada, debe a la institución más de tres millones de colones. El accionante alega que su legitimación para interponer la acción deriva del procedimiento administrativo que se sigue en su contra por el presunto incumplimiento en las obligaciones para con la Caja Costarricense de Seguro Social. No obstante, del escrito de interposición de la presente acción de inconstitucionalidad y los documentos aportados se deriva que, a la fecha, no se ha dictado acto final en el referido procedimiento administrativo. Tampoco existe, en consonancia con lo anterior, un procedimiento administrativo de impugnación para agotar la vía administrativa que pueda estimarse como asunto base idóneo para la presente acción, en los términos previstos por el ordinal 75 de la Ley que rige esta jurisdicción. Se rechaza de plano la acción. 

	TRABAJO
	REGLAMENTO PARA NOMBRAMIENTOS EN PROPIEDAD DE LA CCSS

Expediente:16-002144-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Visto lo dispuesto en la sentencia 2016-003451 de las 9:05 hrs. del 9 de marzo de 2016 se resuelve: Se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra el párrafo 4 del artículo 13 del Reglamento de Concursos para el nombramiento en propiedad de los empleados de la Caja Costarricense del Seguro Social, aprobado por la Junta Directiva de la CCSS en el artículo segundo de la sesión número 8449 celebrada el 27 de mayo del 2010. La norma dispone que se otorgarán dos puntos por cada año de experiencia laboral obtenida al servicio de la institución, independientemente de los puestos desempeñados y los centros de trabajo, hasta un máximo de 20 puntos. Se considera que la disposición carece de fundamentación técnica o jurídica que permita conocer las razones que tomó en cuenta la institución para equiparar idoneidad con antigüedad, que son conceptos jurídicos y funcionales diferentes. La idoneidad comprobada como requisito de ingreso a la función pública no es sinónimo de antigüedad por servicio acumulado en el puesto, sino que requiere una serie de aptitudes para desempeñar el cargo y asegurar la efectividad en la función pública. Estima que la disposición impugnada es contraria a las normas que regulan la discrecionalidad técnica de la Administración y a los artículos 191 y 192 de la Constitución Política. Asimismo, es desproporcionada e irracional y violenta el derecho al trabajo establecido en el artículo 56 de la Constitución Política, así como el principio de libre concurrencia a un puesto público. Sentencia de las 11:43 horas del 28 de marzo del 2016.

	TRABAJO
	PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES

Expediente:16-002163-0007-CO 
Sentencia:003129-16

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 602 y 607 del Código de Trabajo. Los artículos cuestionados señalan que el plazo que tiene todo trabajador para reclamar sus derechos de trabajo es de un año. Señala el accionante que deberían ser en cualquier momento o mínimo, aplicar lo dispuesto en la materia civil, que es de diez años. Se rechaza de plano la acción. En este caso, se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad, por cuanto no se cumple con el requisito de asunto previo, toda vez que, el propio accionante reconoce –al responder la prevención efectuada por este Tribunal- que, a la fecha, no existe tal asunto base, por cuanto, aún no se ha formulado en la jurisdicción laboral el respectivo proceso para el cobro de los derechos laborales, en el que pueda resultar de aplicación los artículos impugnados. Por lo demás, tampoco se configura alguno de los supuestos de legitimación previstos en los párrafos segundo y tercero del citado ordinal 75, dado que, no puede estimarse que se esté en presencia de un asunto en que por su naturaleza no exista lesión individual y directa, ni se trata de la defensa de intereses colectivos (difusos o corporativos), ni la acción ha sido interpuesta por alguno de los órganos a los que se les reconoce la correspondiente legitimación institucional. Se rechaza de plano la acción. 

	TRABAJO
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE JAPDEVA

Expediente:16-002243-0007-CO 
Sentencia:003131-16

Acción de inconstitucionalidad contra el capítulo XI, Sección I, artículo del 78, Sección II, artículos 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, Sección III, artículos del 89 al 95 y Secciones IV y V de la Convención Colectiva de Trabajo suscrita con el Sindicato de Empleados de JAPDEVA el 05 de diciembre del 2012. Las normas regulan el procedimiento administrativo sancionatorio, que a juicio del accionante, contravienen las disposiciones de la Sala Constitucional, pues transfieren competencias de la Presidenta Ejecutivo de JAPDEVA hacia otros órganos, lo que considera una violación constitucional. En este caso, la Sala concluye que lo reclamado por el accionante resulta ajeno a las competencias otorgadas a este Tribunal, vía acción de inconstitucionalidad, por lo que deberá el actor, si a bien lo tiene, acudir a la vía administrativa o judicial ordinaria correspondiente a efecto de plantear sus disconformidades. Bajo tales circunstancias, la acción resulta inadmisible en razón de su objeto. Se rechaza de plano la acción. 

	TRABAJO
	SALARIO DE LOS DIPUTADOS. DIETAS CONSIDERADAS COMO SALARIO

Expediente:16-2749-0007-CO
Sentencia:004283-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1 inciso c) de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa. No. 7352 del 21 de julio de 1993. Se cuestiona la norma por omitirse indica que la remuneración dispuesta en las dietas de los diputados, sea considerada como “salario” y pueda ser eventualmente susceptible de embargo por obligaciones civiles. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación del accionante. 

	TRABAJO
	PLAZO PARA PRESENTAR DESCARGO, EN PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS EN LA UNA

Expediente:16-003357-0007-CO
Sentencia:004301-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 27 del Reglamento del Régimen Disciplinario de la Universidad Nacional de Costa Rica. La norma señala que cuando se abra un procedimiento administrativo contra un funcionario o un estudiante, se le darán de 3 a 10 días para presentar sus alegatos. Asegura la accionante que el plazo establecido es muy corto y contrario a lo dispuesto en el artículo 311 de la Ley General de Administración Pública.  En este caso, el procedimiento aludido como asunto base, no se encuentra en la fase de agotamiento de la vía administrativa. Lo anterior por cuanto, dicha causa disciplinaria no está en la etapa o fase recursiva, ni se ha dictado el acto final con anterioridad a la fecha en que se promovió la presente acción de inconstitucionalidad. De ahí que este asunto es inadmisible, por la falta de cumplimiento de requisitos formales. Se rechaza de plano la acción. 

	TRANSITO
	NOTIFICACIÓN DE MULTAS DE PARQUÍMETROS

Expediente: 16-002558-0007-CO
Sentencia: 003971-16

Acción de inconstitucionalidad contra la Ley de Instalación de Estacionómetros (Parquímetros), Ley No. 3580 y el “Reglamento de Uso y funcionamiento de Estacionómetros y sanciones correspondiente por el incumplimiento de la Ley y presente reglamento”. En relación con el Reglamento impugnado, la acción debe ser rechazada de plano en razón que no es este el reglamento que se aplica al accionante en el caso concreto. Debido a lo anterior, el análisis se hará solamente en relación con la Ley No. 3580, Ley de Instalación de Estacionómetros (Parquímetros). El accionante acusa la omisión en que incurre la Ley No. 3580 al no establecer un sistema de notificación para las boletas que sancionan las infracciones a la referida Ley. Estima que tal situación lesiona el  derecho de defensa y los principios de seguridad jurídica e interdicción de la arbitrariedad, así como el de notificación y de confianza legítima. Señala la Sala, que es preciso indicar al accionante que una omisión de la naturaleza que reclama, no es por sí misma inconstitucional, pues los operadores jurídicos están sometidos a la Constitución Política (principio de legalidad), razón por la cual deben respetar el derecho de defensa. La circunstancia que exista una omisión de esa naturaleza, no significa que el derecho de defensa no deba ser observado. En este sentido, este Tribunal ha señalado que la simple omisión atribuida a una norma jurídica (tal y como la que reclama el accionante) no tiene la virtud -por sí misma- de servir de impedimento para el ejercicio de un derecho fundamental. En tal caso, lo que procede es la aplicación directa por parte del Juez u operador jurídico, de la norma constitucional. En este caso, debe aplicarse el artículo 39 de la Constitución Política, del que se deriva, en cuanto al derecho de defensa, una regla procesal clara y precisa sobre la necesidad de observar el debido proceso. Así las cosas, se concluye que la omisión de la Ley No. 3580 en regular la notificación de las boletas referidas, no lesiona por sí misma el derecho de defensa ni los principios acusados por el accionante. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la Ley No. 3508. En lo demás, se rechaza de plano. El Magistrado Rueda Leal salva el voto únicamente respecto de la Ley de Instalación de Estacionómetros y ordena dar curso a la acción.-

 

	TRIBUTARIO
	IMPUESTO AL CEMENTO

Expediente:15-012160-0007-CO
Sentencia:003897-16

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1º de la Ley 6849 de 18 de septiembre de 1983, Ley del Impuesto del cinco por cierto sobre la venta del cemento producido en Cartago, Guanacaste y San José. Se acusa que la norma impugnada es discriminatoria y afecta con exclusividad la producción realizada en ciertas regiones del país. Este impuesto vulnera el principio de igualdad, la libre competencia y la libertad de empresa, garantizados en los artículos 19, 33 y 46 de la Constitución Política. Además, se viola el procedimiento legislativo, al no haberse consultado la creación del impuesto de naturaleza estrictamente local y su correspondiente distribución de recursos, con las Municipalidades que actúan como sujetos activos del tributo, en detrimento de lo dispuesto en los artículos 170 y 190 de la Constitución Política. Insiste en que la norma vulnera el principio de igualdad, así como el principio de generalidad, en el tanto estipula una afectación discriminatoria en perjuicio de los productores establecidos en ciertas partes del país (a saber, San José, Cartago y Guanacaste). Esta situación supone una desventaja competitiva para su representada al tener que pagar un impuesto del 5% por facturación, a diferencia del cemento importado, o del que es producido fuera de los lugares indicados. Alega que la Ley No. 6849 tiene vicios formales de constitucionalidad, puesto que no fue sometida a consulta de las Municipalidades, con lo cual las Corporaciones Municipales no tuvieron la oportunidad de señalar si se encontraban conformes con el contenido de la ley, así como el destino que podría emplearse para dichos recursos. Se rechaza de plano la acción planteada respecto de la infracción al artículo 190 de la Constitución Política por falta de consulta a las Municipalidades.- El Magistrado Castillo Víquez, la Magistrada Hernández López y el Magistrado Estrada Navas, dan razones diferentes para el rechazo. En lo demás se declara sin lugar. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	TRIBUTARIO
	REGLAMENTO PARA CALIFICACIÓN Y AUTORIZACIÓN DE MOTELES

Expediente:15-002319-0007-CO
Sentencia:003133-16 

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No.33874-H del 16 de mayo del 2007, denominado Reglamento para la calificación y autorización para los moteles, sin registro, casas de alojamiento ocasional, salas de masajes, “night clubs” con servicio de habitación y similares aún y cuando tengan registro de hospedaje, el cual solventa la necesidad de un reglamento a la Ley de Contingencia Fiscal. Se acusa que se ha creado una confusión, pues algunas veces, se señala a estos establecimientos, como sujetos pasivos del impuesto y otras, como agentes retenedores. Sobre el particular, la Sala Constitucional, desde la sentencia No. 2012-6369 de las 14:30 hrs. de 16 de mayo de 2012, dejó claro que los representantes de este tipo de comercios no gozan de legitimación para promover acciones de inconstitucionalidad frente a las disposiciones que rigen el tributo aludido, como ocurre en el presente caso, teniendo en cuenta que el ordenamiento jurídico los califica como agentes retenedores y no como sujetos pasivos del impuesto previsto en el artículo 61 de la Ley No. 8343. Finalmente, es preciso mencionar que si bien la accionante alega que lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo No. 33874-H se extralimita y contradice lo regulado por la Ley No. 8343, la Sala Constitucional, en la sentencia No. 2015-17329, señaló que las disposiciones cuestionadas se adecuan al Derecho de la Constitución. En todo caso, si las normas reglamentarias impugnadas se extralimitan en relación con la ley que le sirve de sustento, ello constituye un punto de franca legalidad que debe ser analizado y discutido en el ámbito de la Jurisdicción ordinaria y no ante este Tribunal Constitucional (véase al efecto las sentencias No. 2013-13360 de las 14:30 hrs. de 9 de octubre de 2013 y No. 2015-2261 de las 09:05 hrs. de 18 de febrero de 2015. Se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad.

	TRIBUTARIO
	LEY DE IMPUESTO A LOS MOTELES Y LUGARES AFINES

Expediente:16-002557-0007-CO
Sentencia:003463-16

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 1, 5 y 7 y los transitorios I y II de la Ley de Impuesto a los Moteles y Lugares Afines. Ley No. 9326 del 19 de octubre del 2015. Se acusa que en la tramitación del expediente legislativo No. 9326, se violó el principio constitucional de conexidad. Se rechaza de plano la acción, por falta de legitimación de los accionantes. 


[La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional
	· Estadísticas mensuales por tema



ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL MARZO 2016

Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de MARZO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Judiciales
	4
	0,30%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	25
	1,90%

	Hábeas Corpus
	126
	9,58%

	Recursos de Amparo
	1159
	88,20%

	Total
	1314
	100%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

2016


	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	285
	24,48%

	Con Lugar Parcial
	43
	3,69%

	Sin Lugar
	230
	19,75%

	Rechazo de Plano
	558
	47,93%

	Rechazo por el Fondo
	48
	4,12%

	Total 
	1164
	100%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

2016 

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA



	AMBIENTE 
	18
	1,54%

	AMPARO CONTRA NORMA
	3
	0,25%

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	1
	0,08%

	ASOCIACION
	11
	0,94%

	BANCARIO 
	12
	1,03%

	COLEGIOS PROFESIONALES
	5
	0,42%

	COMERCIO 
	3
	0,25%

	CONTRATOS O LICITACIONES
	1
	0,08%

	EDUCACION 
	66
	5,67%

	ELECTORAL
	3
	0,25%

	FAMILIA
	6
	0,51%

	FINANCIERO
	1
	0,08%

	INFORMACION  
	16
	1,37%

	INTIMIDAD
	6
	0,51%

	LIBERTAD DE TRANSITO
	5
	0,42%

	MIGRACION
	6
	0,51%

	MINORIAS
	5
	0,42%

	MUNICIPALIDAD 
	32
	2,74%

	NOTARIADO
	2
	0,17%

	PENAL 
	55
	4,72%

	PENITENCIARIO  
	62
	5,32%

	PENSION 
	61
	5,24%

	PENSIONES ALIMENTARIAS
	50
	4,29%

	PETICION 
	55
	4,72%

	PODER EJECUTIVO
	19
	1,63%

	PODER JUDICIAL
	32
	2,74%

	PRONTA RESOLUCION 
	85
	7,30%

	PROPIEDAD 
	20
	1,71%

	SALUD 
	274
	23,53%

	SEGURIDAD SOCIAL
	18
	1,54%

	SEGUROS
	10
	0,85%

	SERVICIOS PUBLICOS 
	38
	3,26%

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO 
	21
	1,80%

	TRABAJO 
	141
	12,11%

	TRANSITO
	18
	1,54%

	TRIBUTARIO
	3
	0,25%

	TOTAL
	1164
	100%


Cuadro N°: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 

	CUADRO 

ASUNTOS VOTADOS POR ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	2016

	

	Por área del Estado involucrada


	 

	AUTONOMA
	122

	CCSS
	323

	COLEGIOS PROFESIONALES
	6

	MUNICIPALIDAD
	71

	N/A
	1

	NO INDICA
	29

	PODER EJECUTIVO
	365

	PODER JUDICIAL
	169

	PODER LEGISLATIVO
	4

	PRIVADO
	71

	TSE
	3


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 186

[La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional

	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

MARZO 2016
PRINCIPIO DE EQUIDAD

“…el principio de equidad procura encontrar una solución justa para el caso concreto, atendiendo para tales efectos a las circunstancias particulares del caso y a las posibles consecuencias de aplicar determinada normativa en cierta forma…Lo anterior, sin atender a las circunstancias particulares del caso, a la protección especial que el Estado debe brindar a la madre y al niño en virtud del artículo 51 constitucional y los efectos de una exclusión del registro de elegibles (imposibilidad total de volver a ser tomada en cuenta a efectos de ser nombrada en propiedad en un puesto de la clase y especialidad de la nómina Nº964-2015). En virtud de lo anterior, se observa que la resolución de la DGSC, en el sentido de excluir a la recurrente de la lista de elegibles, resulta ser contraria al principio de equidad…” Sentencia 3921-16
ARTICULO 24 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En el contexto de un Estado Constitucional y Democrático de Derecho, no es legítimo que se den injerencias de manera arbitraria, desprovista de controles y límites. El ámbito de intimidad personal solo puede ser vulnerado en los casos en que lo permita la ley y cuando esto sea estrictamente necesario, resulte idóneo y proporcional al fin que se pretende, ponderándose para ello la afectación y tutela a los bienes jurídicos en colisión…” Sentencia 003937-16
ARTÍCULO 29 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…el derecho de la Constitución protege en forma especial, la libertad de prensa como un aspecto neurálgico del sistema democrático entre otros aspectos porque es un espacio de libre expresión de ideas, de acceso a la información y debate, que no sólo enriquece la participación y fiscalización de los temas de interés público, sino que limita el ejercicio del poder a fines contrarios a la legalidad y el interés general. Las sociedades que tienen escasa libertad de prensa y de expresión, son democracias disfuncionales con frecuentes excesos en el ejercicio del poder frente a los cuales la sociedad civil se encuentra desarmada y que limitan a su vez que el resto de la institucionalidad pueda actuar oportunamente. La opacidad en el ejercicio del poder históricamente ha demostrado ser perniciosa. En ese sentido, ningún verdadero demócrata puede sentirse amenazado por el derecho de la prensa a preguntar por información que por su naturaleza es pública…” Sentencia 4221-16
ARTICULO 37 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Procede estimar este recurso de hábeas corpus, para que al tutelado y en general a todo detenido extranjero que expresamente así lo solicite y mientras sea su voluntad, reciba asistencia consular, durante la detención, para los efectos de la Convención de Viena sobre asistencia consular o en general para su asesoría y defensa si así lo requiere. En consecuencia, deberán las autoridades de migración solicitar la audiencia consular antes de la ejecución de la deportación, para cualquier detenido extranjero que así lo manifieste expresamente…” Sentencia 808-16
ARTICULO 121 INCISO 4) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…La interpelación se considera un derecho del (de la) diputado (a) de ejercer el control político, el que nace de su condición de representante por la Nación, no puede ejercerlo quien no es diputado (a), por lo que es el resultado de la democracia representativa. El pueblo al elegir a sus representantes al Parlamento, en estos supuestos, lo hacen para que, en su lugar, adopten decisiones políticas y, precisamente, porque nuestro sistema de gobierno es un presidencialismo que acoge algunos rasgos del sistema parlamentario, como la figura del voto de censura -juicio de responsabilidad política (es un híbrido con aristas del sistema parlamentario, véase la sentencia No. 2005-9618)-…” Sentencia 3445-16

ARTÍCULO 138 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

El legislador, en el ejercicio de su libertad de configuración, ha optado por la selección del candidato de mayor edad, como criterio objetivo para resolver el empate –entre candidatos que han obtenido igual cantidad de votos y, por ende, gozan de idéntica legitimidad democrática-, por cuanto, ha estimado, de manera razonable, que la persona de mayor edad es, plausiblemente, la de mayor experiencia y, con esto, se acrecenta su idoneidad y capacidad para el desempeño del cargo. Criterio de desempate que, incluso, es previsto en la propia Constitución Política, en su artículo 138, para la elección de Presidente y Vicepresidentes de la República. Norma que, por lo demás, no puede estimarse que, per se o de modo específico, discrimine a las personas jóvenes, pues también resultaría aplicable cuando el empate se diera entre dos o más personas que pertenecieran a ese mismo colectivo…” Sentencia 3459-16

ARTÍCULO 145 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Debemos considerar los dos supuestos regulados por el artículo 145 de la Constitución, en el contexto en que los ministros pueden concurrir a la Asamblea Legislativa, en cualquier momento, lo que responde a un criterio de oportunidad y conveniencia del funcionario del Poder Ejecutivo. Pero es distinto el último supuesto de dicho numeral, pues, evidentemente, el Constituyente utiliza un lenguaje imperativo en el caso del llamado de un ministro al Parlamento, cuando resulta de una votación de la Asamblea Legislativa…”  Sentencia 3445-16

Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional, es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre:

·       Información general sobre el estado de los expedientes; notificaciones realizadas y otras actuaciones dentro del expediente. 

·       Envío de votos concretos.

·       Búsqueda y envío de jurisprudencia por tema.

·       Guía para la búsqueda de jurisprudencia e información en la página de la Sala.

·       Información sobre asuntos de control de constitucionalidad ingresados, pendientes de resolver y resoluciones de curso.

·       Información sobre asuntos de garantía (Recursos de Amparo y Hábeas Corpus), ingresados y pendientes de resolver, por tema.

·       Estadísticas por temas.

Ponemos a su disposición los siguientes medios:

CALL CENTER DE JURISPRUDENCIA Y CONSULTAS DE LA SALA CONSTITUCIONAL
Teléfonos: 2295-3705, 2295-3900, 2295-3696, 2295-3697, 2295-3698, 2295-3700

Línea Gratuita. 800-SALA 4TA (800-7252482)

Correo electrónico: sala4-informacion@poder-judicial.go.cr
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